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Educación
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UNESCO Organización de las Naciones Unidas para la 
Educación, la Ciencia y la Cultura
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Niños en Aurangabad, India, en intervenciones educativas. Foto: banco de fotos PAL Network
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Este artículo aborda la relación entre los conceptos de Accountability Social y Accountability Educativo. El análisis 
de las similitudes, diferencias y tensiones entre estos dos conceptos distintos puede fortalecer la participación ciu-
dadana para la mejora educativa al identificar la gama completa de actores y procesos en la toma de decisiones que 
influyen en el éxito o fracaso de la política educativa más allá de los maestros. 

Al implementar mecanismos de Accountability Social (AS) en el campo de la educación, nos encontramos con dos 
particularidades: 1) son muchos los actores que participan en la educación, dificultando la identificación precisa de 
responsables y responsabilidades, y 2) en el campo de la educación existe el concepto de Accountability Educativo 
(AE) que se refiere a la serie de mecanismos para hacer responsables a las escuelas y a los maestros por sus resultados 
educativos, por medio de la generación y difusión de pruebas estandarizadas que motiven al cambio y la mejora 
continua.  ¿Son compatibles las aproximaciones de AS y AE?, ¿Cuáles son sus diferencias y semejanzas?, ¿Qué efectos 
generan estas diferencias en la construcción de soluciones a la crisis de la educación? 

Por medio de un análisis comparativo, y profundizando en el caso mexicano, se concluye que tenemos que ver más 
que la punta del iceberg. La perspectiva de AE es insuficiente, y a veces contraproducente, para el mejoramiento 
educativo porque posee una serie de sesgos que se centran en los síntomas más que en las causas de los problemas 
estructurales relacionados con el bajo nivel educativo. Estos sesgos incluyen 1) la reducción de los criterios de éxito 
de las políticas educativas a los resultados de las evaluaciones estandarizadas, 2) el poco interés en el monitoreo y 
seguimiento a políticas que se enfoquen en las características de los estudiantes y los factores socioeconómicos en 
comparación a la responsabilidad que adquieren los maestros en los resultados educativos, 3) la concentración de 
consecuencias en la última cadena de interacción -maestros y escuelas- que afecta a la comunidad educativa en su 
conjunto, y 4) dificultades para movilizar a la ciudadanía en torno a la demanda de una mejor educación. La escuela 
y los maestros son los principales proveedores de los servicios educativos, pero su desempeño no es la única causa 
del éxito o fracaso educativo. 

Por ello, necesitamos construir una visión ampliada de Accountability Social en Educación (ASE), basado en una 
perspectiva de Derechos Humanos, donde todos asumamos nuestra responsabilidad, dentro y fuera de las escuelas que 
permita al menos tres cosas: 1) generar criterios de éxito amplios y justos para valorar la política educativa, utilizando 
diversas metodologías de evaluación y usando los resultados para generar retroalimentación formativa; 2) identificar 
mejor responsables y responsabilidades, centrándose en aquellos factores que favorecen la equidad y calidad: aumentar 
la motivación de los alumnos por aprender, disminuir el peso de las desigualdades socioeconómicas y generar escuelas 
y maestros más solidarios;  y 3) el involucramiento de ciudadanos para lograr mejores aprendizajes, asegurando el 
involucramiento de todos los actores, la construcción de relaciones de confianza mutua, y complementando el acceso a la 
información local con el seguimiento de políticas a lo largo de la cadena de decisiones.

Resumen
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Niños en Naolinco, México en la escuela. Foto: banco de fotos MIA
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I. Introducción

Según el Instituto de Estadísticas de la Organización 
de las Naciones Unidas para la Educación, la 
Ciencia y la Cultura (UNESCO), seis de cada 10 ni-

ños y adolescentes en el mundo, cerca de 617 millones 
de personas, son incapaces de leer una oración simple o 
realizar cálculos matemáticos básicos (UNESCO 2018c). 
De ellos, cerca de un tercio están fuera de la escuela (al-
rededor de 263 millones de personas), pero dos tercios 
no están aprendiendo lo mínimo para seguir sus trayec-
torias educativas a pesar de ir a la escuela (UNESCO 
2018b). De ahí que se hable cada vez con mayor fuerza 
de una crisis global del aprendizaje que cuesta millones 
de dólares al año a los gobiernos y de la importancia 
que tiene enfocar los esfuerzos para lograr que la edu-
cación sea una respuesta, y no solo un buen deseo, para 
el desarrollo colectivo e individual de cada ser humano 
(UNESCO 2016; World Bank 2018). 

Para enfrentar esta crisis de aprendizajes, las agencias 
de crédito internacionales, los organismos multilatera-
les y otros actores globales han ido adecuando e incor-
porando a sus discursos la necesidad de implementar, 
entre otras medidas, políticas de participación y ren-
dición de cuentas para comprender la magnitud del 
problema, así como para buscar y desarrollar soluciones 
conjuntas. Tal como ha ocurrido en otras políticas socia-
les, como la salud o el combate a la pobreza, organismos 
internacionales proponen fortalecer el “Accountability 
Social” (AS), esto es, la participación de los ciudadanos 
en la vigilancia y monitoreo de la provisión de los ser-
vicios públicos, como una manera efectiva de mejorar 
la gobernanza de estas políticas, así como el acceso y 
calidad a los mismos.1 

Ejemplos recientes de este interés por incorporar 
participación y rendición de cuentas para enfrentar 
la crisis educativa son el “Informe de Seguimiento 
de la Educación en el Mundo 2017-18”, a cargo de 
UNESCO (2017), o el “Informe de Desarrollo del 
Banco Mundial de 2018”, dedicado a hacer realidad 
la promesa de la educación (World Bank 2018). De 
igual forma, es posible ver esta atracción por parte de 
coaliciones y organizaciones internacionales como 

Global Partnership for Social Accountability, Global 
Partnership for Education, por agencias internacionales 
de desarrollo de Reino Unido, Estados Unidos, por 
organismos especializados de la UNESCO, como el 
Instituto Internacional de Planeamiento de la Educación 
(IIPE), y por organizaciones donantes, como la Hewlett 
Foundation, quienes han contribuido a mejorar la 
calidad de los servicios educativos por medio de la 
participación ciudadana y la rendición de cuentas.2 

Este esfuerzo ha tenido respuestas locales. Los autores de 
este documento coordinamos un proyecto denominado 
“Medición Independiente de Aprendizajes” (MIA), que tiene 
como misión mejorar la educación y aprendizajes básicos 
en niños, niñas y adolescentes de México por medio de 
la innovación, el trabajo colaborativo y la participación 
ciudadana. Desde 2014 realizamos evaluaciones dirigidas 
por ciudadanos (en inglés, “Citizen-Led Assessment (CLA)), 
donde hemos capacitado a más de 2500 voluntarios que han 
realizado mediciones para saber si los niños y adolescentes 
saben leer y hacer operaciones matemáticas básicas, y 
hemos implementado diversas intervenciones educativas 
extra-escolares para mejorar estos niveles (Hevia y Vergara-
Lope 2016; Vergara-Lope y Hevia 2016). Junto con equipos 
de 14 países del sur global, incluyendo India, Pakistán, 
Nepal, Bangladesh, Senegal, Mali, Nigeria, Camerún, Kenia, 
Uganda, Tanzania, Mozambique, México y Nicaragua, 
nos organizamos en una Red de Acción Popular por los 
Aprendizajes (en inglés, “People’s Action for Learning Network”, 
o “PAL Network”), interesados en llevar el aprendizaje de los 
niños al centro de las políticas y prácticas educativas a través 
de la participación de ciudadanos en la evaluación y la mejora 
del aprendizaje de todos los niños, evaluando a millones de 
niños en sus hogares, con la participación de cientos de miles 
de voluntarios (PAL 2018). 

El diseñar e implementar acciones de participación 
y rendición de cuentas en el campo educativo resulta 
complejo por diversas razones. Algunas son comunes a 
otros campos de la política social: la necesidad de contar 
con un tejido asociativo organizado que permita la 
implementación de acciones de vigilancia y monitoreo, 
así como con órganos estatales con capacidades 
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mínimas de acción para interactuar con la sociedad, 
atender reclamos e implementar las decisiones 
colectivas.3 Pero existen al menos dos razones propias 
del campo educativo que son necesario considerar para 
implementar acciones de participación y rendición de 
cuentas en la educación. 

La primera tiene que ver la multiplicidad de actores y 
procesos que intervienen en los procesos de enseñanza 
y de aprendizaje. Imaginemos una niña de 11 años 
que va a la escuela pública de su comunidad rural, que 
solo tiene un maestro para toda la primaria, puede 
leer palabras sueltas, pero no una oración completa, 
¿quién(es) es(son) el(los) responsable(s)? ¿es el maestro? 
¿los padres? ¿el niño? ¿las autoridades municipales? ¿la 
secretaría de educación? ¿son todos? Tal como concluye 
el Informe de Seguimiento de la Educación en el Mundo, 
la asignación de responsables y responsabilidades en 
educación no es fácil ni simple (UNESCO 2017).

La segunda complejidad propia del campo educativo es 
la existencia del concepto de “Accountability Educativo” 
(AE), que se ha venido acuñando en investigación edu-
cativa desde hace décadas y con distintos énfasis, y que 
se define en general como una serie de mecanismos 
para hacer responsables a las escuelas por sus resulta-
dos educativos, por medio de la generación y difusión 
de pruebas estandarizadas que motiven al cambio y la 
mejora continua en las escuelas. Diversas reformas edu-
cativas en países del sur global, como el fortalecimiento 
de evaluaciones estandarizadas de logro educativo y su 
publicación regular por escuela, se han implementado 
buscando incrementar la rendición de cuentas en los 
sistemas educativos, y así buscar educación de mejor 
calidad,4 pero ha generado una fuerte resistencia y críti-
ca por parte de diversos actores que consideran que el 
AE ha tenido efectos muy negativos sobre los sistemas 
educativos y que necesitan reformularse sus contenidos 
de manera urgente.5 

Voluntaria aplicando pruebas de lectura en Bihar, India, 2013. Foto: banco de fotos PAL Network
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De esta forma, planteamos como problema de 
investigación que existe un desconocimiento sobre la 
relación de los conceptos de AS y AE; en este sentido, 
nos preguntamos: ¿Cuáles son sus diferencias y 
semejanzas?, ¿Son compatibles las aproximaciones de 
AS y AE?, ¿Qué efectos generan estas diferencias en la 
construcción de soluciones a la crisis de la educación? 
De ahí que el objetivo de este documento es analizar y 
discutir la relación entre los conceptos de AS y AE. 

Para resolver las preguntas, optamos por la construcción 
de tipologías (López Roldán 1996) buscando caracterizar 
los conceptos de AS y AE, utilizando para ello referencias 
bibliográficas. En segundo lugar, centrándonos en el 
caso mexicano pero tomando ejemplos internacionales 
del sur global, utilizamos el método comparativo 
(Collier 1993), buscando comparar estos tipos en 
las cuatro dimensiones básicas de los procesos de 
accountability: 1)  Definición de criterios de éxito de 
la política educativa y construcción de indicadores 
de seguimiento; 2) identificación de responsables y 
responsabilidades; 3) generación de consecuencias a 
los actores/responsables y 4) nivel de participación de 
los diferentes actores involucrados. 

El principal resultado de la comparación muestra que 
el AE tiene una serie de sesgos que se centran en los 
síntomas más que en las causas de los problemas 

estructurales relacionados con el bajo nivel educati-
vo. Estos sesgos incluyen 1) la reducción de los criterios 
de éxito de las políticas educativas a los resultados de 
las evaluaciones estandarizadas, 2) el poco interés en el 
monitoreo y seguimiento a políticas que se enfoquen en 
las características de los estudiantes y los factores socio-
económicos en comparación a la responsabilidad que 
adquieren los maestros en los resultados educativos, 3) 
la concentración de consecuencias en la última cadena 
de interacción—maestros y escuelas—que afecta a la 
comunidad educativa en su conjunto, y 4) dificultades 
para movilizar a la ciudadanía en torno a la demanda de 
una mejor educación.

Para desarrollar estas ideas, y resolver el problema de in-
vestigación, el documento se ordena en cuatro aparta-
dos. En el primero se presenta el contexto político de 
grandes discusiones educativas que permiten situar 
las discusiones donde emergen las aproximaciones de 
AS y AE.  En el segundo se analizan los conceptos en 
cuestión. El tercer apartado explica las similitudes y 
diferencias de las cuatro dimensiones analizadas. Y en 
el cuarto se presenta una propuesta de Accountability 
Social en Educación (ASE) que permita superar los ses-
gos identificados, así como una serie de retos para los 
servidores públicos, organismos no gubernamentales 
y académicos interesados en promover la rendición de 
cuentas y la mejora educativa.
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II. El contexto de discusión

La emergencia de acciones para fortalecer la ren-
dición de cuentas en la educación no surge en el 
vacío. Existen al menos cuatro grandes tensiones en 

el campo de la educación que permiten explicar algunas 
divergencias entre los conceptos que queremos señalar. 

La primera gran tensión tiene que ver con la expansión 
de las propuestas neoliberales respecto a la educación 
(Ball 2013; Grugel y Riggirozzi 2018) y con la disputa de 
considerar la educación como un derecho o como un 
servicio/producto (Lázaro 2013). Una arena de batalla 
fundamental tiene que ver con los sentidos y usos de los 
mecanismos de Accountability que se desarrollan. Como 
veremos con mayor detalle en los siguientes apartados, 
estas propuestas enfrentadas promueven concepciones 
diferentes de Accountability en educación, generán-
dose una suerte de “confluencia perversa,” utilizando la 
clásica definición de Dagnino (2006). 

En efecto, durante el siglo XX se desarrolló un consenso 
social importante que buscaba fortalecer la idea de la 
educación como derecho social, tanto al interior de los 
estados-nación como de las instancias internacionales 
(Rioux y Pinto 2010). Así, al inicio del siglo XX al interior de 
varios países, como México, nacieron ministerios de edu-
cación o instrucción pública (Solana, Cardiel, y Bolaños 
1981), se reconoció el derecho a la educación como una 
garantía constitucional, y se creó la Organización de las 
Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura 
(UNESCO) en 1946. Sobre esta agenda de Derechos 
Humanos, defendiendo el derecho a la educación y su 
carácter de derecho habilitante de otros derechos, se ha 
venido construyendo una arquitectura de promoción y 
defensa del derecho a la educación, utilizando diversos 
mecanismos, incluyendo las relatorías especiales del Alto 
Comisionado de Naciones Unidas sobre el derecho a la 
educación (ACNUDH 2019), así como la participación de 
organizaciones gubernamentales y no gubernamentales 
en las discusiones internacionales sobre la agenda 2030 
y los objetivos de desarrollo sustentable (UNESCO 2016).

Sin embargo, en el cambio de siglo, con el fortalecimiento 
del modelo neoliberal, la educación se convirtió en un 

mercado más donde podrían desarrollarse mercados 
(Harvey 2013). La educación pasó a ser un servicio que 
podría ser proveído tanto por agentes estatales como 
mercantiles. Este debate enmarca la discusión sobre la 
efectividad de las escuelas “Charter” y los efectos de la ley 
No Child Left Behind Act (NCLB) de Estados Unidos, o las 
demandas sociales de “alto al lucro” en Chile que generó 
masivas manifestaciones en años recientes.6 De esta forma, 
hablar sobre la responsabilidad que tiene el estado para 
proveer servicios educativos es una arena en disputa donde 
se pretende imponer una agenda neoliberal en el campo 
educativo (Clarke 2012), incluyendo políticas agresivas 
de privatización de la educación en países desarrollados 
(Hursh 2015) y en el sur global (Ball 2012), así como la 
presión política constante hacia las reformas neoliberales 
con la competencia entre economías como telón de 
fondo (Cohen, Spillane, y Peurach 2018). Como revisamos 
en profundidad en el punto 4 de este documento, el 
paraguas de la responsabilidad social respecto de los 
resultados educativos es utilizado frecuentemente como 
un argumento para promover mayor competencia entre 
los sistemas, y para que los servidores privados tengan 
mayor participación en la provisión de servicios educativos, 
entendidos desde una óptica de lucro (Ball 2013). De igual 
manera, las políticas neoliberales se acompañan de una 
estructura de intereses económicos ligados al desarrollo y 
asesoría de sistemas de evaluación, en diversas escalas, y 
que se convierten en importantes grupos de interés, donde 
la generación de evaluaciones y asignar responsabilidades 
a los docentes y las escuelas por los resultados forma 
parte importante de su estrategia de expansión (Mullen 
2017).7 De esta forma, existe un sector corporativo con 
creciente interés y poder para orientar reformas educativas 
privatizadoras, y que utilizan regularmente en sus 
argumentos los resultados de las pruebas estandarizadas y 
la necesidad de generar reformas educativas pro-mercado 
(Fontdevila, Verger, y Avelar 2019; Verger, Altinyelken, y 
Novelli 2018).

La segunda tensión es la presión a la que está sometida 
la propia escuela como institución. Cada vez más se pone 
en duda la pertinencia de la escuela y sus prácticas para 
adquirir los aprendizajes necesarios hoy en día; así como 
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las dificultades que tiene la escuela para adaptarse a los 
cambios tecnológicos, y de la incapacidad de los sistemas 
de administración escolares (Fullan 2007; Noro 2010). 
La escuela aparece como una institución decadente 
que requiere urgentes cambios y modificaciones para 
no perder su pertinencia. Pero al mismo tiempo, la 
educación, y con ella la escuela como su institución por 
antonomasia, adquiere cada vez mayor importancia en la 
denominada sociedad del conocimiento (Castells 2004), y 
por lo tanto, con su papel protagónico para el crecimiento 
económico de los países (Hanushek y WöBmann 2007). 
Así, a las demandas por mayor cobertura y calidad de 
las escuelas, y mayores presupuestos gubernamentales 
para lograrlo, propias de los grupos que comprenden a la 
educación como derecho, se suman las demandas de los 
sectores empresariales por tener una educación (y por lo 
tanto escuelas) que incremente la competitividad de los 
países, por medio de incrementar la inversión privada a 
la educación (Molina, Amate, y Guarnido 2011). Y en estas 
demandas hay más preguntas que respuestas sobre el tipo 
de escuela que se necesita hoy en día.

La tercera tendencia, que analizamos en el siguiente 
apartado en detalle, es el uso creciente de evaluación y 
medición como un paso que se considera imprescindible 
para el mejoramiento de la educación en medio de 
críticas crecientes sobre su utilidad y efectos en la 
educación. En efecto, las mediciones a gran escala (Large 
Scale Test), como Programme for International Student 
Assessment (PISA) y Trends in International Mathematics 

and Science Study (TIMSS), se han incrementado en 
forma exponencial en los países, pero cada vez son más 
comunes las críticas sobre estas mediciones, tanto a 
su metodología (Kreiner y Christensen 2014), como al 
uso en general de estos instrumentos para “mejorar la 
educación,” incluyendo el denominado efecto PISA en 
la gobernanza de los sistemas educativos (Grek 2009).8 
Es bajo este contexto que emergen las limitaciones del 
AE y sus promesas para mejorar la educación en el sur 
global. Y son estos resultados los que se utilizan con 
mayor frecuencia por diversos actores corporativos 
y organismos internacionales en el debate sobre la 
privatización de la educación, y la necesidad de contar 
con una nueva gobernanza (Grimaldi 2012).

Por último, la cuarta tendencia tiene que ver con la im-
portancia creciente de los procesos de AS, transparencia, 
acceso a la información y participación ciudadana, con 
énfasis en los gobiernos nacionales y más allá del campo 
educativo (McGee y Gaventa 2010). Algunos ejemplos 
son las iniciativas de Gobierno Abierto que incorporan 
temáticas educativas (Gondol y Allen 2015), así como 
iniciativas desde organizaciones internacionales, como 
Transparency and Accountability Initiative (Transparency 
and Accountability Initiative 2014), además de orga-
nizaciones ligadas al combate a la corrupción, como 
Transparencia Internacional, o Global Integrity donde se 
fusionan políticas de rendición de cuentas generales con 
políticas educativas (Transparency International 2005).
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III. Los conceptos en cuestión

V istas las tensiones principales del contexto, en 
este apartado revisamos de manera breve los 
conceptos de AS y AE. 

Accountability Social (AS)

Existen diversas definiciones respecto al AS, enfatizando 
su carácter de concepto político.9 Se le ha definido 
como “El alcance y la capacidad de los ciudadanos 
para responsabilizar al estado y hacer que responda a 
sus necesidades” (Grandvoinnet, Aslam, y Raha 2015, 
1; World Bank 2012:30–31);10 como “la amplia gama 
de acciones de organizaciones de ciudadanos y de la 
sociedad civil (CSO) para exigir la rendición de cuentas 
al estado, así como a las acciones del gobierno, los 
medios de comunicación y otros actores sociales que 
promueven o facilitan estos esfuerzos” (Malena y McNeil 
2010:1);11 o como la capacidad de los ciudadanos para 
exigir cuenta a sus gobiernos por otras vías más allá de 
las elecciones y los procedimientos burocráticos (Joshi 
2008; Peruzzotti y Smulovitz 2006). El AS se relaciona 
con conceptos como “Accountability comunitario”, 
que define la  “capacidad de las comunidades locales 
para responsabilizar a los gobiernos, los financiadores, 
las burocracias y los proveedores de servicios por la 
provisión de servicios y oportunidades que cumplan 
con los derechos básicos” (Westhorp et al. 2014:1–2)  o 
como “rendción de cuentas diagonal” que “representa la 
medida en que los ciudadanos pueden responsabilizar 
a un gobierno fuera de la participación política formal” 
(Lührmann, Marquardt, & Mechkova, 2017:15). Jonathan 
Fox ofrece una buena síntesis:

En la práctica, el concepto incluye una amplia gama 
de innovaciones institucionales que fomentan 
y proyectan la voz. Debido a que la rendición de 
cuentas social fortalece el poder ciudadano frente 
al estado, es un proceso político, pero es diferente 
de la responsabilidad política de los funcionarios 
electos, donde la voz de los ciudadanos suele 
delegarse en representantes entre las elecciones. 
Esta distinción hace que la rendición de cuentas 
social sea un enfoque especialmente relevante para 

las sociedades en las que el gobierno representativo 
es débil, no responde o no existe. (Fox 2015, 346)12

El fortalecimiento del AS se ha dado en una serie de dis-
cusiones académicas ligadas al déficit democrático, a 
la incorporación de formas transversales o híbridas de 
comprender las relaciones verticales y horizontales de 
la rendición de cuentas, a la incorporación de las voces 
ciudadanas y la discusión sobre la calidad de los gobier-
nos, a las estrategias anti-corrupción y al desarrollo de 
nuevos movimientos sociales en contextos autoritarios, 
entre otros temas.13 Agencias internacionales como 
UNPD (2013) y en especial el Banco Mundial fomentaron 
la implantación de diversos mecanismos de AS en políti-
cas de protección social.14 

Diversa bibliografía coincide en que los mecanismos de AS 
se convierten en interesantes arenas de experimentación 
e innovación ciudadana para mejorar la calidad de 
los servicios públicos.15 Sin embargo, las expectativas 
respecto a la capacidad de la AS para mejorar la calidad 
de los servicios públicos, en especial en gobiernos de 
bajas capacidades, tienden a ser demasiado altas. Así, por 
ejemplo, Malena y McNeil  (2010:12–22) afirman que los 
mecanismos de AS pueden mejorar la gobernanza, el 
desarrollo y el empoderamiento ciudadano. De igual modo, 
se afirma que contribuye a reducir la corrupción, mejorar la 
responsabilidad de los oficiales públicos, mejorar el diseño 
de políticas públicas, aumentar la confianza y legitimidad en 
el gobierno y generar cohesión social entre otros beneficios 
(Grandvoinnet, Aslam, y Raha 2015:9). De igual forma, la AS 
contribuye al mejoramiento en provisión de servicios, mejor 
utilización del presupuesto, mejora de la responsabilidad 
gubernamental, construcción de capacidades y espacios 
ciudadanos, y empoderamiento a nivel local (Rosie McGee 
y Gaventa 2011, 16–18).

La evidencia respecto a los resultados ajustan estas ex-
pectativas. Se han documentado los límites en términos 
de resultados (outcomes) de diversas iniciativas de AS 
alrededor del sur global, concluyendo que acceder a la 
información no basta.16 Se requieren diversos tipos de 
mecanismos interactuando entre sí, los resultados no 
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pueden aislarse de demandas sociales y económicas 
mayores de la sociedad  y el contexto político, social y 
cultural adquiere una importancia central para analizar 
el éxito o fracaso en la práctica.17

Según la literatura, las limitaciones de resultados respec-
to a las expectativas generadas tienen diversas interpre-
taciones. Algunos plantean que la existencia de presun-
ciones equivocadas suponen que existe una relación 
automática entre incremento de la voz y rendición de 
cuentas; que la voz ciudadana representa a la “gente” que 
es homogénea, que instituciones más eficientes serán 
más transparentes y responsables, que la democracia 
mejora el desarrollo y disminuye la pobreza, que los cam-
bios en las relaciones sociedad-estado son veloces, o que 
los resultados esperados por los donantes son visibles y 
rápidos (Rocha Menocal y Sharma 2008:xi). Otros plante-
an que existe cierto desconocimiento sobre los procesos 
de toma de decisiones (Ayliffe, Aslam, y Schjødt 2017) y 
la forma en que los distintos niveles de la toma de deci-
siones interactúan entre si (Fox, Aceron, y Guillán 2017:4). 

También se ha analizado la dificultad que existe para los 
procesos de escalamiento y replicabilidad de los  me-
canismos “exitosos” y cómo estos pueden salir de los 
niveles micro-locales (Fox, Aceron, y Guillán 2017; Rocha 
Menocal y Sharma 2008). Por otro lado, se ha señalado 
una teoría de causalidad deficiente entre AS y el com-
bate a la corrupción (Baez-Camargo y Stahl 2016; Joshi 
2013). De igual forma, Joshi y Houtzager (2012:154–59) 
advierten sobre el riesgo de despolitización, al centrarse 
en los mecanismos y no en los procesos políticos sobre 
cómo los pobres hacen reclamos, y no considerando de 
manera adecuada el contexto político e histórico de re-
laciones sociedad estado que lo constriñe.

Por ello resulta relevante la distinción entre AS “táctica” 
y “estratégica” y la construcción de alianzas y articulacio-
nes verticales para potenciar el efecto democratizador 
de la AS. 

Los enfoques tácticos de SAcc [AS] son 
intervenciones limitadas (también conocidas como 
herramientas) y se limitan a los esfuerzos del “lado 
de la sociedad” para proyectar la voz. Su teoría del 
cambio asume que el acceso a la información por 
sí sola motivará la acción colectiva localizada, lo 
que a su vez generará suficiente poder para influir 
en el desempeño del sector público. En contraste, 

los enfoques de SAcc estratégicos implementan 
múltiples tácticas, fomentan entornos propicios 
para la acción colectiva para la rendición de cuentas 
y coordinan iniciativas de voz ciudadana con 
reformas que refuerzan la capacidad de respuesta 
del sector público. Reinterpretando la evidencia 
de la evaluación a través de esta nueva lente, 
resulta que los resultados de los enfoques tácticos 
son ciertamente mixtos, mientras que la evidencia 
de los impactos de los enfoques estratégicos es 
mucho más prometedora. Esta interpretación 
apunta a la relevancia de las estrategias de cambio 
institucional que promueven tanto la “voz” como 
los “dientes” (definidos aquí como la capacidad 
institucional del estado para responder a la voz de 
los ciudadanos). (Fox 2015:346–47)18

De esta forma, las acciones ciudadanas para proyectar la 
voz, vigilar y monitorear el desempeño de los gobiernos, 
exigir información y respuestas, cuando se articulan es-
tratégicamente, tienen mayor probabilidad de incidir en 
la toma de decisiones que mejore el acceso y la calidad 
de los servicios y políticas públicas. 

Desde esta perspectiva, en el campo educativo se 
han sistematizado diversas experiencias. Whesthrop 
y colaboradores sintetizan diversa literatura en cuatro 
dimensiones: 1) acciones específicas de AS en temas 
de educación, como las boletas de calificaciones (score-
cards), monitoreo de libros de texto y de asistencia de 
maestros. 2) descentralización; 3) gestión centrada en las 
escuelas (School-Based Managment (SBM); y 4) escuelas 
comunitarias (Westhorp et al. 2014).  Ejemplos del primer 
caso son las articulaciones verticales del seguimiento de la 
política de distribución de libros de texto en Filipinas (Fox, 
Aceron, y Guillán 2016), las experiencias de report-card (Joy 
y Moses 2016), y diversos mecanismos de participación 
para mejorar aprendizajes, ya sea con report-card y con 
intervenciones comunitarias co-producidas (Banerjee et al. 
2010). 

De igual forma, se ha analizado el campo educativo bajo 
los modelos de descentralización y siguiendo la propuesta 
de “ruta corta/ruta larga” del Banco Mundial (World 
Bank 2003). Este marco distingue tres tipos de actores: 
ciudadanos/clientes; el estado y los productores de 
política pública y/o proveedores de servicios. Así, la “ruta 
larga” implica dotar de voz a los ciudadanos para influir 
en los diseñadores de políticas, quienes a su vez ejercen 
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control sobre los proveedores. Mientras que la ruta corta 
implica empoderar al cliente  (client power) para controlar 
de manera más directa a los proveedores de los servicios.19 
Sin embargo, como veremos en el siguiente apartado, en 
educación el concepto de “accountability” no es nuevo, y 
tiene connotaciones diferentes.

Accountability Educativo (AE)

En la bibliografía educativa, la idea de AE tiene una larga 
tradición. En Inglaterra el concepto de Formal School 
Accountability se introdujo en la reforma educativa de 
1988 como una mezcla de mecanismos de mercado, 
publicación de resultados de las escuelas para poder 
elegir establecimientos, resultado de pruebas de logro 
de respuesta múltiple estandarizadas (Burgess, Wilson, 
y Worth 2010). En términos sencillos, el AE busca de-
terminar quién es responsable, para quién y de qué 
(Darling-Hammond y Ascher 1991). Por ello, se puede 
definir como “una rendición a los interesados o involu-
crados por los resultados del proceso educativo, lo que a 
su vez se espera tenga como consecuencia un aumento 
de los niveles de responsabilización de cada actor sobre 
tal proceso” (Corvalán 2006, 11),20 llegando a significar 
“responsabilizar a las escuelas (y a sus directores y per-
sonal) por los resultados logrados…las escuelas deben 
responsabilizarse por los resultados que producen” 
(McMeekin 2006:20). 

La literatura sobre esta temática es muy amplia,  y abarca 
una gran variedad de formas y tipos de accountability, 
como accountability basada en desempeño (Ball 2003; 
Falabella y de la Vega 2016), basada en las pruebas o test 
(Hout y Elliott 2011; Jacob 2007), o un accountability “in-
teligente” (O’Neill 2013). Falabella y De la Vega (2016) 
identifican diversos enfoques o corrientes que respon-
den a la idea general de responsabilización educativa. 
Así, identifican la responsabilidad estatal o burocrática—
como Francia o Portugal; una responsabilización por 
desempeño, que se expandió en la década de 1980 en 
países como Nueva Zelanda, Inglaterra, Chile y Estados 
Unidos, y un tercer enfoque de responsabilización profe-
sional, relacionadas con la formación docente y condi-
ciones laborales, como en Canadá, Escocia y Bélgica.

La discusión respecto a la AE en su vertiente de respon-
sabilización por desempeño tiene una raigambre fuerte 

en la bibliografía anglosajona, en particular en las refor-
mas educativas de Estados Unidos, tanto las discusio-
nes sobre creación de cuasi mercados educativos para 
incrementar la competitividad de las escuelas (charter 
schools, vouchers, etc.) como las relacionadas con la im-
plementación de la Ley No Child Left Behind.21

Es en estos contextos donde se definen a los sistemas 
de AE como procesos que incluyen tres elementos: 
pruebas a los estudiantes, información pública sobre el 
desempeño escolar y recompensas o sanciones sobre la 
base de alguna medida de mejora o rendimiento escolar 
(Kane y Staiger 2002:92),22 o como propone Hanushek 
y Raymond: “los sistemas de accountability se definen 
como la publicación de información sobre los resulta-
dos en las pruebas estandarizadas para cada escuela, 
además de proporcionar una manera de agregar e in-
terpretar el rendimiento escolar” (Hanushek y Raymond 
2004:12). 

Basándose en el sistema norteamericano de imple-
mentación de sistemas de accountability en educación, 
Fuhrman afirma que estos sistemas se basan en cinco 
grandes principios: 1) lo más importante es el logro de 
rendimiento del estudiante. Este es “el valor de la clave 
o el objetivo de la escolaridad, y la construcción de la 
rendición de cuentas en torno al desempeño se centra 
la atención en él”; 2) el rendimiento se mide con exac-
titud y autenticidad de los instrumentos de evaluación 
utilizados; 3) las consecuencias pueden motivar al per-
sonal escolar y los estudiantes; 4) los sistemas educati-
vos deben buscar altas expectativas y niveles más altos 
de rendimiento; y 5) las consecuencias no deseadas son 
mínimas (Fuhrman 2004:8-9). 

En este sistema, las pruebas estandarizadas se con-
vierten en el engranaje clave para que funcionen los 
sistemas de accountability, tanto en términos de recom-
pensa positiva, como los sistemas de incentivos hacia 
los maestros (Vegas 2005), como de incentivos nega-
tivos para poder mejorar los niveles educativos en las 
escuelas (Fuhrman y Elmore 2004).  

Cabe señalar, por último, que la efectividad de los siste-
mas de AE para la mejora del logro educativo es un 
asunto en disputa, tal como se discute en los siguientes 
apartados.
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IV. Comparando los conceptos 

Una vez establecidos los conceptos en cuestión, 
en este apartado se realiza una comparación 
sistemática en cuatro dimensiones fundamen-

tales de la rendición de cuentas: cómo se construyen 
los criterios de éxito o fracaso de la política pública 
y la construcción de indicadores de seguimiento, la 

identificación de responsables y responsabilidades, la 
generación de consecuencias a los responsables, y el 
nivel de participación de los actores involucrados. El 
cuadro 1 resume las diferencias y similitudes entre AE 
y AS en cada una de las dimensiones que se discuten a 
continuación.

AE AS Principales 
similitudes

Principales 
diferencias

Generación de 
criterios de éxito 
e indicadores de 
seguimiento

Equidad e inclusión: 
cobertura, deserción 

Resultados logro 
educativo: pruebas 
estandarizadas

Resultados logro 
educativo

Equidad e inclusión

Desarrollo individual 
y colectivo 

Habilidades no 
cognitivas

Importancia de 
generar indicadores 
de resultados, y no 
solo de proceso

Fines educativos 
ligados al desarrollo 
individual y 
colectivo 

Capacidades y 
habilidades no 
cognitivas

Identificación 
responsabilidades y 
responsables

Responsables 
comunidad 
escolar: maestros,  
directores, 
gobiernos

Responsables 
escolares: 

Responsables 
extra-escolares: nivel 
socioeconómico, 
factores individuales, 
participación padres 
de familia, etc.

Importancia 
de establecer 
responsables claros, 
incluyendo actores 
gubernamentales y 
gobiernos

Incorporación 
de  factores  
estructurales y 
extra-escolares 
como responsables 
del éxito-fracaso de 
la política

Implementación 
sistema de 
consecuencias

Escuelas y maestros: 
principales 
proveedores del 
servicio educativo

Escala completa de 
cadena de mando: 
autoridades políti-
cas y educativas 
(arriba-abajo)

Vincular evalu-
ación con mejora 
educativa (acortar 
distancia) 

Importancia de 
establecer sistema 
de consecuencias 
respecto de malos 
resultados

Se centra en la 
última cadena de 
mando

Nivel de 
participación de 
ciudadanos

Padres y sociedad 
consumen los 
resultados de 
pruebas para 
generar presión 
a las escuelas, 
promoviendo 
libertad de elección

Voz y monitoreo 
en cadena vertical 
y horizontal de las 
políticas educativas

Importancia que 
los ciudadanos 
participen 
activamente en la 
resolución de sus 
problemas

Construcción de 
relaciones basadas 
en la confianza

generar acciones es-
tratégicas más que 
tácticas para que 
esta articulación 
tenga sentido.

Fuente: Elaboración propia.

Cuadro 1.  Diferencias y similitudes entre AE y AS en educación, por dimensión
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Definición de criterios de éxito de la 
política educativa y construcción de 
indicadores de seguimiento

En toda política que se quieran establecer mecanismos de 
AS  es necesario identificar los criterios de éxito/fracaso 
de esta política, así como construir indicadores de segui-
miento. En el campo educativo, los criterios de éxito tradi-
cionales de las políticas educativas se basan en tres pilares 
fundamentales: cobertura, equidad y calidad (Hevia 2014; 
UNESCO 2000). Durante el siglo XX la apuesta apuntó a 
permitir que los niños, niñas y adolescentes accedieran a 
la escuela. El segundo Objetivo de Desarrollo del Milenio, 
por ejemplo, asegurar que todos los niños y niñas del 
mundo pudieran terminar su enseñanza primaria, lle-
gando al 91% de cobertura mundial, pero con problemas 
importantes en varias regiones del mundo, como África 
Sahariana o Centroamérica (UNDP 2018a). 

Junto con la cobertura, la equidad de los sistemas 
educativos ha sido un criterio fundamental para analizar el 
éxito o fracaso de las políticas educativas. Los efectos de 
estos sistemas para mantener las desigualdades (Bourdieu 
1997; Bourdieu y Passeron 2001) y la importancia del 
contexto socioeconómico en las trayectorias educativas 
(Blanco 2013; Coleman et  al. 1966) permiten exigir 
respuestas a los gobiernos respecto sus políticas para 
fomentar o limitar las inequidades. 

El tercer pilar tiene que ver con la calidad educativa, 
concepto en permanente disputa teórica.23 La Oficina 
Regional de América Latina y el Caribe, OREALC/
UNESCO (2007b) desarrolla cinco atributos que debe 
tener la educación de calidad:  1) equidad se refiere a 
ofrecer recursos necesarios para que todos los alumnos 
alcancen su nivel máximo de desarrollo; 2) relevancia, 
cuando promueve aprendizajes significativos, según las 
exigencias sociales y el desarrollo personal, pero también 
está vinculada a si los fines de la educación representan 
las aspiraciones del conjunto de la sociedad o sólo las 
de determinados grupos de poder; 3) pertinencia tiene 
que ver con la necesidad de que la educación incluya los 
contenidos que los individuos necesitan para desarrollarse 
en todos los sentidos; 4) eficacia es aprender lo que se 
suponen se debe de aprender, la proporción de logro de  
los objetivos planteados; 5)eficiencia está vinculada al uso 
los recursos destinados a la educación, al financiamiento 
y a los modelos de gestión institucional y de recursos 
(OREALC/UNESCO, 2007b).

De esta forma, desde los modelos de AS, se deben 
generar indicadores de seguimiento respecto a la 
cobertura, equidad y calidad educativa, incorporando 
en esta última las diversas dimensiones que intervienen 
en ella. En América Latina y el Caribe, diversas agencias 
gubernamentales, como el Laboratorio Latinoamericano 
de Calidad de la Educación (LLECE-UNESCO) (Solano-
Flores y Bonk 2008), el INEE en México (INEE 2018a) o el 
Instituto Nacional de Estudios e Investigaciones Educativas 
(INEP por sus siglas en portugués) en Brasil (INEP 2018), 
producen datos al respecto de estas dimensiones. Sin 
embargo, como veremos a continuación,  los modelos 
de AE que se han implantado en la última década se 
caracterizan por limitar los criterios para medir el fracaso 
o éxito de los sistemas educativos a los resultados de los 
test estandarizados de alternativa múltiple, aplicado en las 
escuelas, a los alumnos que van ese día, como el principal 
indicador del éxito o fracaso de la educación.

En efecto, a inicios del siglo XXI hubo un giro claro ha-
cia la “calidad” como la principal medida de éxito de los 
sistemas educativos: no bastaba con enviar a los niños a 
la escuela, teníamos que asegurar que aprendieran en 
ella.24 Así, la importancia de los sistemas de evaluación 
del logro educativo, en particular por medio de los test 
de gran escala (Large Scale Tests) comenzaron a adquirir 
una importancia fundamental para la medición del éxi-
to de los sistemas educativos (Iaies 2003; Lietz y Tobin 
2016; Lockheed y Wagemaker 2013; Martínez-Rizo y 
Silva-Guerrero 2016). 

Estas evaluaciones ofrecen una serie de ventajas atrac-
tivas para transformar un concepto complejo como 
“calidad educativa” en un número relativamente fácil 
de comprender y usar para realizar comparaciones en 
el tiempo o con otras unidades, investigar factores aso-
ciados a estos resultados, establecer una serie de metas 
medibles, y evaluar los resultados -más que los procesos 
o insumos- de las políticas educativas. 

Estas pruebas consisten en construir una escala válida y 
confiable que permita determinar la medida en que los 
niños o jóvenes determinados logran el dominio de un 
conjunto de aprendizajes clave en diferentes momen-
tos de su trayectoria escolar. Por ello, el primer paso es 
clave y consiste en definir aquellos aprendizajes que se 
quieren medir. Los sistemas de evaluación nacional, y 
muchos internacionales, usan los estándares curricula-
res para identificar los aprendizajes esperados. Ejemplos 
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de esto son las evaluaciones regionales que orga-
niza UNESCO en América Latina (UNESCO et  al. 2015), 
o el Plan Nacional de evaluación de los aprendizajes 
(PLANEA) bajo la responsabilidad del INEE en México 
(INEE 2018b). Otras evaluaciones, como  Programme for 
International Student Assessment 

(PISA), construyen sus propios estándares respecto a 
los aprendizajes esperados, y no utilizan como base el 
currículum (OCDE 2006). Las evaluaciones dirigidas por 
ciudadanos, como ASER en India y Pakistán, UWEZO en 
Kenia, Uganda y Tanzania, o MIA en México, se centran 
en aprendizajes básicos, más que en aprendizajes espe-
rados por edad, y aplican un mismo instrumento a ni-
ños entre 5 y 16 años (Banerji, Bhattacharjea, y Wadhwa 
2013; Hevia y Vergara-Lope 2016; Mugo et al. 2015).

Definidos los estándares, se realiza una serie de 
adaptaciones de los ítems (que en el caso de pruebas 
comparativas incluyen procesos complejos de traducción 
y adaptación), para ajustar la validez y confiabilidad del 
instrumento a los estándares definidos, permitiendo 
clasificar a los niños o jóvenes según su nivel de logro, bajo 
estándares internacionales concertados. Por lo general, 
estos ítems se expresan en preguntas cerradas de respuesta 
múltiple (Tristán y Vidal 2006). Estas pruebas, por último, 
se pueden aplicar a toda una población—como es el caso 
de las pruebas censales—o a muestras representativas, 
dependiendo del interés general de la evaluación. Los 
resultados se expresan en un número que permite ubicar 
a los sujetos en la escala respecto al dominio del estándar 
definido con anterioridad. Y este número—que se agrega 
en medias por unidades determinadas: escuelas, sistemas, 
entidades federativas o países—es el “número mágico” 
que permite calificar el éxito o fracaso de los sistemas 
educativos.  

Según sus defensores, los beneficios de los sistemas de 
AE basados en la publicación de resultados de pruebas 
estandarizadas incluyen los siguientes: 1) usar la in-
formación para la mejora educativa (Custer et al. 2018; 
Fullan 2010; Hopkins 2008); 2)  desarrollar una serie de 
acciones remediales en los escuelas (Bruns, Filmer, y 
Patrinos 2011; Maier 2010); 3) incrementar el control 
y monitoreo de estas acciones a nivel escuela para ob-
tener mejores resultados (Loeb y Figlio 2011); 4) mejorar 
el proceso de toma de decisiones -ahora basdas en evi-
dencia- como por ejemplo disminuir número de alum-
nos por profesor; 5) aumentar posgrado en docentes; 

y 6) mejorar las remuneraciones a los mismos (Boyd 
et  al. 2008; De la Vega 2016; Dee y Jacob 2011; Kress, 
Zechmann, y Schmitten 2011). Elmore resume bien la 
promesa implícita en la incorporación de sistemas de AE:

Las políticas educacionales hablan de “responsabi-
lizar a las escuelas por sus resultados.” Se supone 
que a través de la aplicación de una combinación 
de estándares de desempeño, esquemas de cla-
sificación, supervisión y sanciones, las escuelas y 
las personas que trabajan en ellas acabarán por 
entender lo que los elaboradores de políticas (y 
probablemente la sociedad en su conjunto) espera 
de ellos y, con el paso del tiempo, cambiarán su 
comportamiento de manera individual y colectiva 
para cumplir con esas expectativas. Visto así, las 
políticas producen desempeño. (Elmore 2010, 60).

La discusión sobre los usos de estas evaluaciones en 
América Latina ha puesto énfasis en la tensión que éstas 
representan para las autoridades educativas y diversos 
efectos que tienen en la prensa, la opinión pública y las 
escuelas, así como por la “distancia entre la información 
generada y su uso por parte de autoridades educati-
vas, directores y maestros y padres de familia” (Martinic 
2008:21-24).25 Pero existe un consenso general respecto 
a la utilidad de estas evaluaciones para los sistemas edu-
cativos. Martinic (2008:15-18) resume este consenso de 
la siguiente manera: 

La producción de información y conocimiento por 
medio de la evaluación es el camino más seguro 
para el mejoramiento de la calidad y equidad 
de la educación en América Latina … para el 
éxito de las reformas en esta área es necesaria 
una nueva cultura de evaluación, centrada en el 
aprendizaje, y que acompañe todo el proceso 
de cambio en los distintos niveles y áreas del 
sistema… La evaluación pasa a convertirse en 
un dispositivo técnico y político no sólo para el 
Estado sino también para la sociedad, y constituye 
una herramienta que contribuye al control que 
los actores pueden ejercer sobre las autoridades 
y las políticas. El seguimiento y la evaluación, 
al auspiciar la deliberación y el debate político, 
son instrumentos de aprendizaje y, a la vez, de 
empoderamiento de los sujetos. Paralelamente, 
contribuyen al desarrollo del capital social al 
favorecer la credibilidad y las confianzas públicas. 
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El ejemplo más estudiado de cómo la evaluación 
estandariza adquiere creciente poder en la discusión 
educativa es PISA, tanto por su amplia cobertura como 
por su creciente importancia. Esta prueba, que año a año 
incluye a más países que se quieren evaluar, presenta 
puntuaciones nacionales -y en algunos casos en niveles 
subregionales que pueden pagarlo- en los dominios 
de comunicación, matemáticas y ciencia. Presenta 
un promedio de puntaje por país, y una comparación 
de países según ese puntaje, así como una serie de 
análisis sobre factores asociados a esos resultados, y 
una serie de recomendaciones que son discutidas por 
las máximas autoridades políticas y educativas (OECD 
2010, 2012, 2015). Sus resultados son presentados a 
la opinión pública. Así, en América Latina y el Caribe, 
un estudio identificó la publicación de 133 notas de 
prensa y documentos diversos entre diciembre de 2016 
y enero de 2017, cuando se presentaron los resultados 
generales de PISA 2015, entre los 10 países de la región 

que participaron. De estos, 97 fueron artículos de 
opinión en la prensa, 14 artículos de la sociedad civil y 
22 artículos de gobierno (Meier 2017). 

Un análisis del uso de PISA en países europeos mostró, 
sin embargo, que la información generada por esta 
prueba se utilizaba por actores políticos para confirmar 
y legitimar opiniones preexistentes, más allá de si eran 
contradictorias o no se basaban en los resultados de la 
encuesta (Pons 2011:540). De esta forma, autoridades 
políticas, incluyendo legisladores y autoridades 
educativas, utilizaban los resultados sobre todo para 
posicionarse frente a reformas educativas específicas. 
Según Pons (2011:544), esto era posible porque “la 
publicación oficial de los resultados de PISA por la OCDE 
y por las autoridades encargadas de su implementación 
nacional no lleva a muchos análisis complementarios 
o adicionales por parte de investigadores, expertos y 
evaluadores.” 

Estudiantes preparando la presentación después de la discusión grupal durante el entrenamiento CAMaL, India, 2017. Foto: banco de fotos PAL Network
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Gracias a estas potencialidades, el número generado por 
estas evaluaciones de logro educativo de gran escala, en 
México y en varios países de la región, pasaron a ser un 
indicador “duro” para saber si la educación estaba mejo-
rando o no. Para el caso mexicano, según Muñoz, desde 
2003 en México hay una tendencia a publicar “amplia y 
responsablemente” los resultados de PISA, en contraste 
con los resultados de TIMSS en la década de 1990 (Muñoz 
Izquierdo 2005:85), que no se dieron a conocer a la opinión 
pública. La creación de sistemas nacionales de evaluación 
educativa y la publicación de estos resultados sirve para 
“orientar la política” (Muñoz Izquierdo 2005:97) generan-
do metas país, al punto que diversos estudios identifican 
el “efecto PISA” como una influencia central para orientar 
las políticas educativas según estos resultados.26 

Por ejemplo, en el programa sectorial de educación 2007-
2012 de México, el primer indicador del objetivo 1— 
“Elevar la calidad de la educación para que los estudiantes 
mejoren su nivel de logro educativo, cuenten con medios 
para tener acceso a un mayor bienestar y contribuyan al 
desarrollo nacional”— fue la calificación en el examen PISA 
de matemáticas y comprensión lectora, pasando de 392 
puntos (resultado en 2003) a una meta de 435 puntos (SEP 
2007:15). En la siguiente administración, se utilizó como in-
dicador el porcentaje de alumnos que obtiene el nivel de 
logro insuficiente en los Exámenes de la Calidad y el Logro 
Educativos (Excale) desarrollados por el INEE para medir 
logro educativo, pasando del 20.2% en español de 3º de 
primaria de 2010 al 17.2% en 2018, y del 31.8% al 27% para 
los mismos años en matemáticas (SEP 2013b). Años más 
tarde, en la discusión parlamentaria sobre la calidad edu-
cativa, los resultados de PISA y de las pruebas nacionales 
fueron los indicadores utilizados para señalar las debili-
dades del sistema educativo mexicano (Cortés 2015). 

Hasta aquí, podemos resumir que los sistemas de AE 
se han centrado en el desarrollo de test educativos 
de gran escala como los principales insumos para fijar 
criterios de éxito de las políticas educativas (Cárdenas 
2017), de ahí la importancia de la evaluación de apre-
ndizajes—vía test de gran escala—para producir in-
formación (Anagnostopoulos, Rutledge, y Jacobsen 
2013; Lingard et al. 2015). 

Efectos del AE en la comunidad educativa

Las investigaciones sobre el efecto de la AE, basados en 
las pruebas estandarizadas como único factor de éxito/

fracaso, no son concluyentes y hay posturas encontra-
das. Sus defensores argumentan que estos sistemas 
logran centrar la discusión en los aprendizajes: gracias 
a la necesidad de generar información sobre los apren-
dizajes, se han desarrollado amplios avances para poder 
medirlos y compararlos, obligándose a discutir de esta 
forma los estándares que cada sociedad percibe como 
los indispensables (World Bank 2018). 

En términos más específicos, diversos estudios sugieren 
que el efecto de estos sistemas sobre los aprendizajes 
es positivo, pero limitado. En Reino Unido, por ejemplo, 
se constató una reducción en el desempeño escolar en 
Gales luego que dejaron de publicar tablas de desempe-
ño de las escuelas secundarias (Burgess, Wilson, y Worth 
2010), en sintonía con lo encontrado en Estados Unidos 
en un comienzo de la NCLB (Dee y Jacob 2011). Burns 
y colaboradores, analizando diversos estudios de caso 
en Chile, Uganda, Pakistán, India y Liberia, encontraron 
que sistemas débiles de AE, sobretodo sistemas con 
bajo nivel de sanciones, están asociados con rendimien-
tos pobres, y al mismo tiempo, bajo ciertas circunstan-
cias de entrega de información hacia los “clientes” pro-
duce efectos positivos en los resultados de aprendizaje 
(Burns, Schlozman, y Verba 2001:63-64). 

Sin embargo, existe una creciente literatura que criti-
ca que los resultados de estas pruebas se conviertan 
en la principal o única medida (Apple 2003; Ball 2003; 
De la Vega 2016). Se llega a hablar de una “tiranía de 
los números” como limitados criterios de éxito de una 
política educativa (Ball 2015) y sus impactos negativos 
sobre los sistemas educativos (Lingard 2011) en tres di-
mensiones: sobre los propios procesos educativos; su 
limitación para promover elementos fundamentales de 
justicia social; y el riesgo de corrupción por la importan-
cia desmedida que adquieren.

Respecto a los propios procesos educativos, por un lado, 
diversas investigaciones que promueven la implement-
ación de pruebas estandarizadas, ligadas a consecuen-
cias de estos resultados, encuentran efectos positivos 
pero limitados en los resultados de logro educativo. 
Hanushek y Raymond (2004:2), por ejemplo, luego de 
un análisis sobre la implementación de sistemas de ac-
countability en Estados Unidos, concluyen lo siguiente: 

Encontramos que la introducción de sistemas 
de rendición de cuentas en un estado tiende a 
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conducir a un mayor crecimiento de logros que lo 
que hubiera ocurrido sin la rendición de cuentas. 
Sin embargo, el análisis indica que solo informar 
los resultados tiene un impacto mínimo en el ren-
dimiento de los estudiantes y que la fuerza de la 
responsabilidad proviene de atribuir consecuen-
cias al rendimiento escolar.

A conclusiones similares llega O’Day (2004:24-25) quien 
afirma que la evidencia disponible sugiere que: 

…los maestros están trabajando más duro en 
respuesta a las medidas de rendición de cuentas 
y se centran más en los objetivos de aprendizaje 
establecidos externamente al estudiante… También 
hay evidencia de un impacto en el rendimiento. En 
los primeros 4 años después de la institución de su 
política de responsabilidad de la escuela, Chicago 
registró puntajes cada vez mayores tanto en lectura 
y matemáticas, aunque los niveles de lectura 
comenzaron a estabilizarse en 2000. 

En el caso de la región de América Latina, análisis a las 
reformas implementadas en Chile (promoción de la 
elección); Colombia (concesiones y cambios administra-
tivos); y Nicaragua (autonomía escolar y participación), 
concluyen que 

Existen pruebas limitadas de que esos cambios 
traducen en mejoras en cualquiera de instruc-
ción o el logro y no parecen afectar a las prácticas 
de aula, incluso si parecen tener una mejor ren-
dición de cuentas (Gershberg, González, y Meade 
2012a:1034). 

En este mismo sentido, existe creciente evidencia sobre 
consecuencias no intencionales que el incremento de 
poder de los test de gran escala genera en los procesos 
de enseñanza-aprendizaje. Este efecto incluye el riesgo 
de la simplificación de los procesos cognitivos por conse-
guir una puntuación rápida; dudas sobre la validez de los 
resultados debido a la presión por mejores resultados; la 
reducción de los planes de estudio de algunas discipli-
nas que no se consideran clave como las humanidades 
o las artes por la estrechez de los contenidos que suelen 
medir; la transformación de la escuela como algo menos 
atractivo para estudiantes y maestros, el aumento de 
horas dedicadas a la preparación de exámenes con alto 
costo de oportunidad y el poco sentido de “propiedad” 

sobre su propio crecimiento; el incremento de ansiedad 
de estudiantes; efectos negativos respecto a la relación 
entre los test y la motivación por el aprendizaje; la falta 
de correspondencia entre el contenido de la prueba, el 
plan de estudios y la instrucción; el énfasis excesivo en 
las habilidades discretas y rutinarias con un descuido del 
pensamiento complejo y la resolución de problemas: y la 
limitada relevancia de los formatos de opción múltiple 
para el aprendizaje en el aula o en el mundo real, entre 
otros problemas identificados.27

Una segunda fuente de críticas proviene de un creciente 
cuerpo de investigaciones en torno a la justicia social 
en educación (Ayers, Quinn, y Stovall 2009). Según esta 
tendencia, el fin de la justicia social en educación es 
“adquirir herramientas necesarias para comprender la 
opresión y cómo funcionan los sistemas opresivos, así 
como desarrollar capacidad de agencia para oponerse 
a estos patrones de opresión” (Bell 2007:2).28 En este 
contexto, las evaluaciones estandarizadas han sido 
identificadas como políticas contraproducentes para 
garantizar justicia social (Lingard et al. 2015), por ejemplo 
con discapacidad en USA (Danforth 2015), utilizando los 
resultados sólo con fines sumativos y no formativos, en 
especies de TRIAGE educativo. Flórez y Rosas analizan 
los efectos negativos de las evaluaciones estandarizadas 
en tres dimensiones de la justicia social: distribución, 
representación y participación. De manera similar, Gil y 
Kim critican la ausencia de las dimensiones de equidad 
e igualdad en el fortalecimiento de la evaluación 
estandarizada como única medida de éxito del sistema 
educativo (Gil y Kim 2018).

Por último, el peso creciente que adquieren genera con-
secuencias en términos de corrupción en el campo edu-
cativo, al acercarse a la hipótesis de Campbell sobre la 
corrupción de la medida para el caso de los resultados 
de estas pruebas (Backhoff y Contreras Roldán 2014; 
Darling-Hammond y Ascher 1991:19-20).

Respuestas desde ASE para superar los sesgos 

Generar procesos de ASE requiere, por tanto, superar los 
sesgos del accountability educativo y construir criterios 
de éxito más allá de los resultados de las pruebas 
estandarizadas de gran escala en al menos dos sentidos. 
Por un lado, se necesita vincular de manera más clara 
las metas y objetivos educativos con los procesos de 
medición y evaluación: los fines de la educación son 
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más que los resultados de las pruebas estandarizadas. 
La construcción de sujetos autónomos, el desarrollo 
individual y social que sepan aprender a lo largo de 
toda la vida, el acceso a mejores fuentes de trabajo, la 
sustentabilidad ambiental, la construcción de ciudadanos 
libres y responsables, entre otras cosas, constituyen los 
fines educativos de este siglo (UNESCO 2016). El artículo 
10 de la Constitución de Chile, por ejemplo, postula que 
“la educación tiene por objeto el pleno desarrollo de la 
persona en las distintas etapas de su vida” (República de 
Chile 2017). En México, se afirma que “la educación que 
imparta el Estado tenderá a desarrollar, armónicamente, 
todas las facultades del ser humano y fomentará en 
él, a la vez, amor a la Patria, el respeto a los Derechos 
Humanos y la conciencia y la solidaridad internacional, 
en la independencia y en la justicia” (Estados Unidos 
Mexicanos 2017). Por tanto, se esperaría que los criterios 
de éxito o fracaso de la educación estuvieran ligados a 
estos fines. 

No hay duda de que la lectura y el razonamiento 
matemático son fundamentales para lograr el pleno 
desarrollo de la persona y de sus facultades, pero tam-
poco hay duda de que no son los únicos dominios que 
se deban fomentar para mejorar la educación. A pesar 
de ello, las agencias de evaluación, y varias pruebas 
estandarizadas internacionales, se concentran en 
pocos dominios cognitivos (lenguaje y matemáti-
cas, en algunos casos incluyen ciencias o formación 
cívica), y sólo basándose en estos resultados califi-
can todo el sistema. La limitación del mismo modo es 
metodológica, puesto que además se utiliza sólo una 
forma de evaluación—por medio de preguntas de 
selección múltiple—que se aplican a los sujetos que 
van ese día a la escuela (Kane y Staiger 2002). De esta 
forma se dejan de evaluar criterios fundamentales 
para valorar si el sistema educativo está cumpliendo 
su función sustantiva—el desarrollo de las personas y 
las comunidades—, y los resultados de pruebas estan-
darizadas en lectura y matemáticas parecen tener una 
sobrevaloración, adquiriendo mayor poder las evalu-
aciones estandarizadas a pesar de las consecuencias 
contraproducentes en términos de aprendizaje. 

Así, se abre un abanico inmenso de acción para or-
ganizaciones civiles, populares y académicas que 
llenen este vacío de información y propongan nue-
vos criterios de éxito e indicadores de seguimiento 
que puedan complementar (más que sustituir) a los 

existentes. Mientras que en los países desarrollados, 
se discute sobre la  necesidad de integrar otras medi-
das a los test estandarizados, a nivel nacional y sub-
nacional.29 De igual forma, se han hecho esfuerzos por 
evaluar otros dominios básicos de aprendizaje, como 
educación física (Sundaresan, Dashoush, y Shangraw 
2017), en los países del sur global, surgen innovacio-
nes exitosas al respecto. En las últimas décadas se han 
fortalecido mecanismos para medir de manera tem-
prana y oral la lectura en diversos países de África, 
Asia y América Latina (Gove y Cvelich 2011; Prinsloo 
y Harvey 2017). En las organizaciones que nos agru-
pamos en la red PAL, por ejemplo, tenemos amplia 
experiencia en evaluar los aprendizajes básicos, más 
que los esperados curricularmente, a todos los niños, 
niñas y adolescentes, vayan o no a la escuela, en di-
versos contextos, documentando la crisis global de 
los aprendizajes (Wilson 2018). Del mismo modo, es-
tamos desarrollando evaluaciones de logro educativo 
que permitan saber si los niños, niñas y adolescen-
tes tienen aprendizajes básicos para el cuidado del 
agua, la sustentabilidad ambiental, la ciudadanía, el 
manejo de las emociones o el cuidado del cuerpo.30  
Estos esfuerzos se han dado en torno a dominios 
como la salud (Sriring, Erawan, y Sriwarom 2015), y 
educación para la paz (Bush 2009; Duckworth, Allen, 
y Williams 2012) y las denominadas “habilidades blan-
das” (soft skills) centrales para la incorporación laboral 
(Cernigoi 2015).

El segundo sentido tiene que ver con la necesidad de 
generar retroalimentación a todas las partes involucra-
das y usando la evaluación educativa para fines forma-
tivos más que sumativos. Tal como se viene discutiendo 
hace décadas en investigación educativa, la evaluación 
es una parte fundamental del proceso de enseñan-
za-aprendizaje, pero está atrapada entre dos funcio-
nes: de clasificación o de formación (Baird et  al. 2014; 
Perrenoud 2008). El modelo de AE, en particular en su 
vertiente de accountability centrado en el desempeño 
por medio de las pruebas, se centró en la función de cla-
sificación, alejando los resultados de las evaluaciones de 
la acción hacia la mejora de los aprendizajes. Por ello, los 
indicadores que se generen dentro del modelo de AS 
en educación deben buscar acortar de manera explícita 
la distancia entre resultados de las evaluaciones y me-
jora educativa, es decir, mantener el carácter formativo 
y orientado a los aprendizajes de los indicadores que 
se generen, incluyendo las evaluaciones y mediciones 
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de lectura, matemáticas, ciencias, educación cívica y 
cualquier otro dominio. En Estados Unidos, por ejem-
plo, la discusión de la nueva ley educativa Every Student 
Succeeds Act (2015) permite ver mucha de la nueva dis-
cusión académica sobre la medida de éxito de una políti-
ca educativa, criticando el escaso valor que aportan a 
las escuelas si no vienen acompañadas de inversión de 
recursos humanos y liderazgo escolar (Elmore 2010). De 
ahí que se estén desarrollando nuevos instrumentos 
de medición buscando que los test se mantengan “ori-
entados al aprendizaje” (learning-oriented) y buscando 
traer el conocimiento extra-escolar a estas evaluaciones 
(Bourke, O’Neill, y Loveridge 2018).31

En un sentido similar se han desarrollado evaluacio-
nes dirigidas por ciudadanos (Citizen-Led Assessment) 
como una evaluación alternativa, con fines formativos, 
orientada a generar información sobre el estado de los 
aprendizajes básicos en diversos países del sur global. 
La teoría del cambio de estos programas buscaba gen-
erar y compartir información para mejorar la calidad de 
los servicios públicos (Results for Development Institute 
2015). Estas experiencias nacieron en India por me-
dio del centro ASER-Annual Status of Education Report 
(Pratham 2016), y en pocos años se extendieron a diver-
sos países, buscando siempre que los resultados de las 
evaluaciones estuvieran ligadas a la mejora educativa. 

Como afirma una de sus fundadoras: “Algunos dicen 
que ASER conduce a una mayor rendición de cuentas 
(Accountability); decimos que ASER conduce a la com-
prensión, la propiedad y la responsabilidad (responsibil-
ity) de la acción” (Banerji 2013:88).32

Identificación de responsables y 
responsabilidades

Una característica fundamental de todo sistema de 
accountability es asignar responsables y responsabilidades 
claras (Fox 2007; Schedler 2004). En educación, como 
señalamos en la introducción, este proceso no es fácil: son 
muchos los actores y responsables que intervienen en el 
proceso de enseñanza-aprendizaje. A pesar de ello, cuando 
se analiza el modelo de AE se puede advertir otro sesgo: la 
responsabilidad del éxito o fracaso educativo se centra de 
manera desproporcionada en un actor, el docente. El relato 
es más o menos el siguiente: para el modelo de AE el éxito 
de la educación se traduce en altos puntajes de pruebas 
estandarizadas y el fracaso educativo se asocia con bajos 
puntajes en estas pruebas, los responsables por los (bajos) 
puntajes, es clara: los maestros y las escuelas (Bruns, Filmer, 
y Patrinos 2011; Elmore 2010; Falabella y de la Vega 2016; 
Loeb y Figlio 2011; O’Day 2004) porque los maestros son 
las  piezas fundamentales en el proceso de enseñanza-
aprendizaje, son los que están en interacción directa y 

Maestra voluntaria enseñando lectura en una escuela de Dakar, Senegal, 2017. Foto: banco de fotos PAL Network
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continua con los educandos, son los que más conocen 
las potencialidades y limitaciones de los estudiantes, por 
lo tanto, son los principales responsables de que los niños 
aprendan.33 De ahí la importancia de construir políticas 
docentes para seleccionar a mejores maestros, formarlos 
de manera adecuada, y construir una carrera magisterial 
que incluya procesos basados en el mérito para ingresar, 
permanecer y salir del sistema educativo.  

Como veremos, la evidencia disponible confirma que 
los docentes son un factor importante en la mejora de 
los puntajes en las pruebas, pero muestra con la misma 
claridad que no son el único factor. Existe suficiente 
evidencia que apunta a que una serie de factores 
extraescolares y escolares que están relacionados con el 
logro educativo—medido en pruebas estandarizadas—, 
que a pesar de las recomendaciones de política pública 
pocas veces se toma en cuenta para diseñar políticas 
públicas que mejoren la educación, y para asignar 
responsables y responsabilidades claras a diversos 
actores relacionados con estos factores. Los sistemas 
de AE se centran en el desempeño de las escuelas, y 
por lo tanto en el desempeño de los docentes, es por 
eso que ahí identifican a los responsables y genera las 
principales consecuencias. 

Factores asociados al logro educativo

La literatura sobre factores asociados es muy amplia y por 
lo general se construye de manera empírica, mostrando 
correlaciones entre logro educativo—expresado en 
resultados de pruebas estandarizadas en su mayoría 
de veces—y factores escolares y extraescolares. En la 
década de 1990 Hattie revisó más de 500,000 artículos 
identificando factores asociados (Hattie 2003), mostrando 
en ellos que analizando de manera separada las variables 
cerca del 50% de la varianza se explicaba por características 
de los estudiantes, otro 30% por los profesores, y el resto 
por factores asociados al hogar, los padres, las escuelas 
y los directores. Analizando qué factores tenían mayor 
efecto (effect size) en el mejoramiento académico (como la 
retroalimentación, o la calidad de las instrucciones), esta 
misma autora identificó que varios eran responsabilidad 
del maestro, proponiendo así una serie de características 
de los maestros de excelencia (Hattie 2003). 

Una década más adelante, la literatura es consistente en 
mostrar que existe una gran cantidad de factores aso-
ciados al logro educativo, lo que hace inútil pensar que 

un solo factor puede alterar el resultado general, que los 
factores extraescolares, en particular los relacionados 
con las características y motivación de los estudiantes 
y con las desigualdades socioeconómicas tienen una 
fuerte correlación con los resultados y que los factores 
escolares se relacionan más con el clima escolar que con 
la formación docente (P. A. Banerjee 2016; OECD 2016; 
UNESCO 2015). 

Por ejemplo, analizando factores asociados al bajo 
rendimiento en PISA, la OECD identifica tres grandes 
tipos de factor: por un lado, los factores asociados al nivel 
socioeconómico y a las desigualdades económicas y 
étnicas;34 un segundo tipo integra factores relacionados con 
actitudes de los estudiantes hacia la escuela y el aprendizaje, 
incluyendo en este tipo factores como la motivación, la 
perseverancia, la auto-confianza y la asistencia regular a 
clases. Y el tercer tipo se define por maestros y escuelas 
menos solidarias, incluyendo aspectos como el clima 
escolar, las expectativas de los docentes frente al futuro 
de los niños, situaciones de violencia y segregación de 
los sistemas escolares entre pobres y no pobres (OECD 
2016:13-15).  Tomando en cuenta estos factores, Banerjee 
confirma, en una revisión sistemática a la literatura, los 
factores identificados por la OECD: la falta de actitudes 
positivas respecto a la escuela y al aprendizaje, en particular 
en niños que viven en condiciones de pobreza, y escuelas 
y maestros poco solidarios, incluyendo la inasistencia, 
impuntualidad y falta de disciplina entre maestros, así como 
problemas de clima escolar y discriminación al interior 
de las escuelas, y añade algunos factores que la literatura 
asocia con el logro educativo: factores familiares como la 
falta de involucramiento de padres en áreas académicas, 
modelo de paternidad autoritaria y baja escolaridad de la 
madre, y factores relacionados con el desarrollo neurofísico, 
incluyendo el desarrollo de funciones ejecutivas y el efecto 
negativo de la desnutrición infantil, así como efectos en los 
aprendizajes de la mala nutrición y de la salud mental y la 
salud materno infantil en los aprendizajes (P. A. Banerjee 
2016). 

En América Latina y el Caribe, UNESCO realizó un análisis 
de factores asociados a los resultados de la prueba 
TERCE, donde se identificó, una vez más, que el contexto 
socioeconómico y educativo de los padres es un factor 
fundamental y recurrente en todos los países, grados y 
disciplinas analizados. Se asociaron algunas características 
de los estudiantes, como la repetición, asistencia a la 
educación preescolar e inasistencia a clases, factores 
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familiares, como las expectativas de los padres y su 
involucramiento en la educación, la generación de hábitos 
de estudio, así como el origen étnico de los estudiantes. Por 
otro lado, se identificaron una serie de factores relacionados 
con los docentes, prácticas pedagógicas y recursos en el aula, 
donde sobresalen los factores relacionados con la asistencia 
y puntualidad del docente, así como con la disponibilidad 
de cuadernos y libros para cada alumno, y con la existencia 
de un clima escolar propicio: relaciones cordiales, 
colaborativas y respetuosas. Por último, se analizan una serie 
de características de las escuelas, incluyendo diferencias 
entre escuelas urbanas, rurales, públicas y privadas, el 
entorno de violencia en la escuela y el acceso a recursos 
escolares (UNESCO 2015). Cabe señalar que este estudio no 
encuentra una asociación clara entre formación docente 
y aprendizajes: “Los niveles educacionales del docente, la 
obtención del título de profesor, la modalidad de estudio 
de la formación inicial del docente, la duración de la carrera 
y la participación en instancias de perfeccionamiento no 
mostraron una relación significativa con el logro obtenido 
en las pruebas aplicadas” (UNESCO 2015:11).

Cuando se analiza el tipo de recomendaciones de políti-
ca de estos documentos, es evidente que la responsabi-
lidad y las responsabilidades no caen en un solo factor, 
y menos en los docentes. Por ejemplo, UNESCO (2015) 
para América Latina y el Caribe realiza una serie de reco-
mendaciones que apuntan a una serie amplia de respon-
sables y responsabilidades, donde de hecho los docentes 
reciben pocas recomendaciones.35 Algo similar pasa con 
las recomendaciones de política que propone la OECD 
y que se centran en factores no escolares y fomento a la 
motivación de los estudiantes (OECD 2016:15).36 Las re-
comendaciones provenientes de la literatura académica 
añaden algunas sugerencias, como incrementar las ex-
pectativas y creencias de los profesores en sus alumnos; 
involucramiento parental; intervenciones tempranas y 
educación inicial; escuelas saludables y programas de 
desayunos escolares; mejores materiales educativos; 
mejorar clima escolar y disminuir violencias en escuelas; 
mejorar órganos colegiados en escuelas; y ampliar activi-
dades extracurriculares (P. A. Banerjee 2016). 

Del análisis de los factores asociados al logro educativo, 
y de las recomendaciones para mejorar los desempeños, 
en particular de la población con peores resultados, se 
puede concluir, en primer lugar, que la efectividad escolar 
compleja y multicausal, sin procesos de causalidad 
claros (Bogotch, Mirón, y Biesta 2007; Townsend 2007), 

y en segundo lugar, que existen una diversidad de 
responsables y responsabilidades dentro y fuera del 
sistema educativo que tendrían que ser objeto de 
rendición de cuentas, además de los profesores y las 
escuelas. Sin embargo, apelando al AE, en particular bajo 
la idea de “accountability performativo” como veremos a 
continuación, se insiste en responsabilizar a los maestros 
como los principales responsables de los resultados 
de logro académico, sesgando así la identificación de 
responsables y responsabilidades, y focalizando más 
en los síntomas que en las causas que se asocian al 
desempeño educativo.

Desempeño escolar y la era de la performatividad

Como vimos arriba, los profesores son un factor necesario 
(Leigh 2010), pero no suficiente para el logro educativo. 
Es además un elemento que depende de los sistemas 
educativos (RAND 2012). De ahí que sea considerado 
uno de los principales responsables de los resultados 
educativos. En encuestas de opinión en México, el 48.3% de 
los mexicanos opinan que uno de los problemas centrales 
de la educación es la falta de maestros preparados y un 
22.8% que los profesores no asisten a clases (Zubieta 
García et  al. 2015:159). Echeverría acusaba a los medios 
de comunicación de responsabilizar solo a los maestros 
de la mala educación (Echeverría 2014). Buena parte de 
la argumentación para la implementación de la reforma 
educativa de 2013 (Hevia 2014) y de los posteriores 
procesos de protesta a la reforma educativa mexicana se 
centraron en la sensación de injusticia de los maestros por 
ser considerados los principales responsables de la baja 
calidad de la educación (Hevia y Antonio 2017; Martínez 
y Navarro Arredondo 2018). Diversas organizaciones 
civiles centraron su exigencia en la evaluación docente y 
la generación de un Servicio Profesional Docente como 
la principal demanda para que mejoraran los niveles 
educativos.37 

Pero la responsabilización a los maestros como los prin-
cipales responsables de la baja calidad educativa no 
es un fenómeno que de sólo en México. En general los 
sistemas de control que forman parte del AE enfatizan 
la responsabilidad que tienen maestros y escuelas sobre 
los resultados educativos, asumiendo que el efecto (el 
desempeño) se puede atribuir a una causa clara (falta 
de rendición de cuentas de maestros y escuelas) (Elmore 
2010:60). Si bien puede haber muchas causas profun-
das, al final del camino las escuelas y los profesores 



26 Accountability Working Paper | Número 5 | Noviembre 2019

serán responsabilizados por el desempeño de la escuela 
y de los números que los estudiantes obtengan en las 
pruebas estandarizadas.

El énfasis en el desempeño individual de maestros o 
escuelas se inscribe en lo que Ball define como la era de 
la performatividad (performativity): “La performatividad 
es una tecnología, una cultura y un modo de regulación 
que emplea juicios, comparaciones y presentaciones 
como medio de incentivo, control, desgaste y cambio” 
(Ball 2003:216).38  El efecto de estos dispositivos de control 
en los maestros ha sido estudiado en la literatura más 
crítica del AE. Se ha analizado, por ejemplo, consecuencias 
no intencionales como la erosión de la autonomía de 
los maestros, afectando sus identidades personales y 
profesionales; el impacto negativo en diversas prácticas 
docentes, e identidades personales, y una sensación 
de poca participación de los maestros en las decisiones 
que los afectan, incluso llegándose a identificar un 
“colapso” entre gobernados (maestros) y gobernantes 
(mecanismos de accountability)  debido a la normalización  
de los procesos de presión de mercado y de desempeño 
marketized teacher y performative teacher (Holloway y Brass 
2018:2).39 La presión por el desempeño y por la necesidad 
de la mejora constante incorpora a los directores de los 
establecimientos (Flessa et al. 2018), como el caso de Chile, 
donde las escuelas requieren aumentar sus indicadores 
para mantener la viabilidad de la escuela, en un contexto 
de accountability neoliberal (Weistein, Marfán, y Muñoz 
2016).

En síntesis, a la reducción de identificar el éxito o 
fracaso de la política educativa con el resultado de una 
prueba estandarizada, se suma una segunda restricción, 
que responsabiliza a una parte (maestros) por el todo 
(factores asociados al logro educativo). Para explicar 
la reforma mexicana de 2013, Manuel Gil empleó una 
afortunada metáfora en la que compara el sistema 
educativo con un autobús maltrecho: 

Tiene la palanca de velocidades amarrada con un 
mecate, el parabrisas estrellado, los asientos rotos, 
hoyos en el techo y un motor bastante dañado que 
está en un camino de terracería cuesta arriba….
De repente un grupo de personas dice vamos a 
arreglar este asunto porque necesitamos que vaya 
más rápido el autobús porque el mundo no nos va 
a esperar y, paradójicamente dicen: la solución es 
capacitar a los choferes (Gil Antón 2013).

Esta metáfora describe bien el sesgo de la responsabili-
zación focalizada en maestros, sin considerar los demás 
factores, responsables y responsabilidades que per-
miten exigir respuestas por una mejor educación.

Respuestas desde ASE para superar estos sesgos 

Para fortalecer mejores sistemas educativos, sigue siendo 
imprescindible establecer responsables claros, incluyendo 
actores gubernamentales y gobiernos, así como analizar 
una serie de factores escolares, que incluye la presencia 
de maestros, su formación y motivación, y la provisión 
de materiales educativos.  Sin embargo, como se vio en 
este apartado, bajo el concepto de “AE” los principales 
responsables son las escuelas, y por lo tanto hay una 
sobrevaloración de los factores escolares: maestros, 
gestión educativa, provisión de materiales que apoyan 
la enseñanza, dejando fuera del análisis algunas causas 
estructurales, como son el bajo financiamiento educativo, 
el tiempo efectivo de clases, o la cantidad de estudiantes 
por maestro, y dejando fuera del análisis, monitoreo, 
seguimiento y vigilancia, diversos factores extra-escolares, 
que influyen tanto o más que los factores escolares en el 
logro educativo. Estos factores extra-escolares incluyen las 
condiciones de los propios estudiantes -sus capacidades, 
motivación y responsabilidad por el aprendizaje-, factores 
familiares y socioeconómicos. 

Por tal motivo, los esfuerzos del AS en educación 
deben enfocarse en identificar responsables y 
responsabilidades relacionadas con las causas 
más profundas relacionadas con los problemas de 
cobertura, equidad y calidad educativa. Siguiendo 
las recomendaciones para mejorar el logro escolar 
encontradas en la evidencia internacional, es posible 
generar un listado extenso de responsabilidades, 
responsables principales y programas y políticas 
necesarias para mejorar la educación, y que por lo 
tanto debieran ser monitoreadas por las organizaciones 
gubernamentales y no gubernamentales interesadas en 
mejorar la educación (cuadro 2).

Son seis grandes tipo de responsabilidades. La primera dice 
relación con mejorar las actitudes de los estudiantes hacia 
la educación y la escuela. Aquí los responsables principales 
son los estudiantes y su entorno más inmediato: su hogar, 
maestros y su comunidad. Algunas políticas y programas 
específicos se orientan al fomento de la motivación 
y autoeficacia escolar, así como incluir una mayor 
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Responsabilidades Responsables principales Políticas, programas y  
específicas Ejemplos

Mejorar actitudes 
estudiantes hacia la 
educación y la escuela

Estudiantes

Padres

Maestros 

Comunidad

Inspirar a los estudiantes a 
aprovechar al máximo las 
oportunidades de educación 
disponibles. 

Fomentar motivación y 
autoeficacia escolar

Desarrollar hábitos de 
estudio

Fomentar la participación de 
los padres y las comunidades 
locales.

Chile: Agencia de calidad 
Chile respecto a nuevas 
mediciones de SIMCE, pero 
sin monitoreo ciudadano

India, Acciones de mejora y 
monitoreo relacionadas con 
“habilidades blandas” (Cerni-
goi 2015; Magic Bus 2019)

Uganda: Fomento educación 
inicial informal (Ezati, 
Madanda y Ahikire 2018)

Garantizar acceso y retención 
al sistema educativo

Autoridades educativas: 
diseño y evaluación

Legislativo: presupuesto

Escuelas: gestión

Promover la equidad en el 
acceso y retención escolar 
para una mayor inclusión 
social en la escuela: eliminar 
cobros que representen 
barreras económicas; prohibir 
procesos de selección; facilitar 
transporte escolar; programas 
de incentivos a la retención

Asegurar la oferta de espa-
cios educativos con docentes 
preparados y motivados

Reducir las desigualdades 
en el acceso a la educación 
temprana. Expansión de la 
educación preescolar para 
niños y niñas entre 4 y 6 
años: dotarlos de espacios 
adecuados, materiales, 
cuidado y personal docente

Varios países: Índice de 
seguimiento derecho a la 
educación (Baker y Krupar 
2018)

Uganda: disminución 
de ausentismo gracias a 
información de comités de 
gestión (Barr et al. 2012; 
Hubbard 2008; Reinikka y 
Svensson 2004; Reinikka y 
Svensson 2011)

Madagascar: seguimiento 
multinivel: escuelas y distritos 
escolares, mejor que solo es-
cuelas (Lassibille et al. 2012)

India: campañas de infor-
mación en diversos estados 
(Pandey, Goyal, y Sundarara-
man 2008)

Abatir el rezago de 
aprendizajes

Maestros: identificación 
estudiantes y trabajo 
conjunto; Hogares: trabajo 
conjunto con maestros y 
escuelas Escuelas: diseño 
estrategia; Supervisiones 
escolares: apoyo desarrollo 
estrategia; Autoridades 
educativas: diseño, 
financiamiento, evaluación

Proporcionar apoyo 
correctivo lo antes posible: 
Identificar a los de bajo 
rendimiento y diseñe 
una estrategia de política 
adaptada. 

Reemplazo del mecanismo 
de repetición: Programas 
de apoyo académico para 
estudiantes rezagados; 
dispositivos de detección 
temprana de los desafíos de 
los aprendizajes

Varios países: Importancia de 
mediciones independientes 
para conocer aprendizajes 
básicos  (Thindwa 2017)

India: Pratham con acciones 
enfocadas a entrega de infor-
mación y acciones directas 
(Banerjee et al. 2007, 2010).

Acciones en India, Liberia y 
Pakistan (Bruns, Filmer, y Patri-
nos 2011).

India: Información sistemática 
de gestión escolar para comu-
nidades escolares para mejora 
de niveles educativos (UP, MP 
Karnata) (Pandey, Goyal, y 
Sundararaman 2011).

Cuadro 2. Dimensiones, responsables y responsabilidades para la mejora educativa
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Responsabilidades Responsables principales Políticas, programas y  
específicas Ejemplos

Generar escuelas más 
incluyentes, motivantes y 
solidarias

Directores

Maestros

Estudiantes

Padres

Crear ambientes de apren-
dizaje exigentes y de apoyo 
en la escuela.

Asegurar la provisión de 
espacios adecuados para el 
aprendizaje, incluyendo ba-
ños y acceso a agua limpia

Incrementar expectativas 
de los profesores sobre sus 
alumnos

Desarrollo de capital social en 
el entorno escolar: fomentar 
actividades culturales, socia-
les y deportivas

Fortalecer programas de 
formación inicial docente 
en prácticas pedagógicas 
efectivas

Fortalecimiento de las capaci-
dades de enseñanza y gestión 
educativa para el desarrollo 
armónico de los estudiantes: 
apoyo a prácticas escolares 
y monitoreo y retroaliment-
ación a docentes

Participación de los padres y 
apoyo a estudiantes vulnera-
bles: interacción positiva entre 
escuela y hogar

Mejorar el clima escolar y 
reducir violencia al interior de 
las escuelas

Limitar el uso de la clasifi-
cación de los estudiantes.

Infraestructura educativa en 
Ghana (Ampratuwum, Agyei 
Ashon, y Tetteh 2014)

Fortalecimiento autonomía 
escolar (Bruns, Filmer, y Patri-
nos 2011).

Kenia: formas de 
contratación local de mae-
stros (Duflo, Dupas, y Kremer 
2015)

Moldovia: seguimiento a 
presupuestos por escuela 
(GPSA 2019)

India: Fortalecimiento de 
comités escolares y par-
ticipación (Pandey, Goyal, y 
Sundararaman 2011)

India: Reducción ausentismo 
escolar (Pandey, Goyal, y 
Sundararaman 2011)

Indonesia: fortalecimiento 
comités escolares (con pocos 
efectos aprendizajes) (Prad-
han et al. 2012)

Filipinas: Mejoramiento 
infraestructura escolar con 
monitoreo ciudadano (Shka-
batur 2014)

Uganda: mejoramiento 
infraestructura escolar (Th-
indwa 2019)

Política educativa para 
disminuir peso del contexto

Autoridades educativas: 
diseño, evaluación

Legislativo: financiamiento, 
evaluación

Escuelas: gestión

Contar con materiales educa-
tivos individuales dentro del 
aula: producción y distribu-
ción de libros y cuadernos

Ofrecer programas especiales 
para estudiantes inmigran-
tes, minoritarios y rurales. 

Políticas que permitan la 
paridad de aprendizaje entre 
estudiantes indígenas y no 
indígenas: reforzar capacidad 
de docentes para inclusión 
proactiva de niños; desarrollar 
métodos de enseñanza y 
evaluación diversos; fortalecer 
diseño curricular y materiales 
interculturales

Políticas y prácticas para la 
equidad en el aprendizaje 
entre niños y niñas

Abordar los estereotipos de 
género y ayudar a las familias 
monoparentales.

Filipinas: (ANSA-EAP 2019; 
Arugay 2012; Fox, Aceron, y 
Guillán 2016; Majeed 2014)

Fortalecer estrategias previas 
a la lectura y escritura en Cen-
troamérica: (Basic Education 
Coalition 2019)

Acciones para fortalecer 
autonomía escolar y trans-
parencia presupuestal (Bruns, 
Filmer, y Patrinos 2011)

Zimbabue: Monitoreo al cur-
rículo educativo (ECOZI 2019)

Seguimiento de ODS (Mundi 
2017)

Cuadro 2.(continuado) Dimensiones, responsables y responsabilidades para la mejora educativa
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participación sobre los padres y las comunidades respecto 
a valorar a la educación como derecho fundamental 
para lograr las metas individuales y sociales. Al respecto, 
hay algunas agencias gubernamentales de evaluación 
que realizan seguimiento a estas políticas, como el caso 
de Chile y la reciente incorporación de preguntas sobre 
motivación escolar en la prueba estandarizada SIMCE 
(Agencia de Calidad de la Educación 2019). En India, se 
están desarrollando acciones de co-producción entre 
autoridades y organizaciones civiles para fortalecer las 
denominadas “habilidades blandas” (Cernigoi 2015; 
Magic Bus 2019), pero en general es difícil encontrar 
políticas gubernamentales orientadas a la mejora de las 
actitudes estudiantiles, y acciones de acompañamiento y 
seguimiento no gubernamental.

La segunda responsabilidad tiene que ver con garantizar 
el acceso y retención de los sistemas educativos. Aquí los 
responsables principales son las autoridades educativas, 
nacionales y locales, quienes deben generar políticas 
de acceso y cobertura universal, eliminando las barre-
ras económicas, sociales y culturales a las escuelas, y en 
particular promover el acceso a la educación temprana. 
Pero aquí el legislativo tiene también responsabilidad 
en términos de asegurar presupuesto suficiente para la 

implementación de estos programas. Las escuelas—sus 
directivos y maestros—son co-responsables de ejecutar 
esos sistemas y preocuparse por evitar la deserción escolar 
en todas y cada una de las trayectorias educativas. Desde 
las acciones de AS en educación, existe múltiple evidencia 
que pone el foco en el seguimiento presupuestal en di-
versos niveles para mejorar la cobertura escolar y evitar el 
abandono. Ejemplos paradigmáticos resultan los efectos 
que la información escolar a los consejos ha tenido para dis-
minuir ausentismo escolar y mejorar en general los niveles 
educativos en Uganda (Barr et al. 2012; Hubbard 2008; R. 
Reinikka y Svensson 2004; Ritva Reinikka y Svensson 2011). 
Dentro de esta literatura, es central generar procesos de 
generación y difusión de información en múltiples niveles, 
como lo muestra el caso de Madagascar (Lassibille et  al. 
2012), la reducción ausentismo escolar y de maestros 
(Pandey, Goyal, y Sundararaman 2011) las diferencias en-
contradas entre estados de India respecto a la utilidad de 
la información para asegurar el acceso al sistema educativo 
(Pandey, Goyal, y Sundararaman 2008, 2011).

La tercera responsabilidad es abatir el rezago de 
aprendizaje (Vergara-Lope y Hevia 2018), es decir, asegurar 
que todos los niños están aprendiendo los contenidos 
mínimos. Esto implica identificar de manera temprana 

Responsabilidades Responsables principales Políticas, programas y  
específicas Ejemplos

Política social para disminuir 
peso del contexto

Ejecutivo nacional y 
local: coordinación intra-
gubernamental

Legislativo: financiamiento y 
evaluación

Autoridades educativas: 
coordinación

Proporcionar entornos salu-
dables y desayunos escolares

Proporcionar apoyo dirigido 
a las escuelas y / o familias 
desfavorecidas. 

Apoyo a estudiantes vul-
nerables y a las escuelas que 
los atienden: coordinación 
programas compensatorios y 
de transferencias monetarias

Medidas para paliar la aso-
ciación de las desigualdades 
socioeconómicas en el logro 
académico: políticas sociales 
intersectoriales. Apoyo 
continuo escuelas desfavo-
recidas

Mejorar la focalización de las 
políticas educativas y socia-
les dependiendo de depen-
dencia y varianza explicada 
entre índice socioeconómico 
y desempeño escolar

CCT y efectos en educación; 
seguimiento de becas 
escolares en México (Fernald, 
Gertler, y Neufeld 2008), 
Nicaragua (Macours, Barham, 
y Maluccio 2014)

Becas escolares en México 
(De Hoyos Navarro, Attana-
sio, y Meghir 2019)

Cuadro 2. (continuado) Dimensiones, responsables y responsabilidades para la mejora educativa

Fuente: Elaboración propia sobre las recomendaciones de P. A. Banerjee (2016); OECD (2016); UNESCO (2015); Westhorp et al. (2014).
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a estudiantes de bajo rendimiento y generar estrategias 
específicas, así como reemplazar la repetición de grado 
escolar por programas de apoyo académico. Aquí es 
evidente la complejidad de identificar a responsables 
únicos: por un lado, los maestros tienen la tarea de 
identificar estos estudiantes, y aplicar las estrategias 
identificadas. Por otro lado, las escuelas tienen que diseñar 
estos programas, y dotarlos de personal, material y apoyo. 
Los padres y hogares deben participar en estos programas 
de apoyo, lo mismo que la supervisión escolar apoyando 
técnicamente a los docentes. Las autoridades educativas, 
por último, tienen que diseñar las políticas y lineamientos 
generales, así como asegurar el financiamiento de estas 
acciones compensatorias. 

En este punto, es central la importancia de mediciones 
independientes para conocer aprendizajes básicos, lo 
que ha formado parte fundamental de la agencia de 
transparencia en las temáticas educativas (Thindwa 
2017) Es en estas responsabilidades que las organizacio-
nes de PAL tienen mayor experiencia. Pratham con ac-
ciones enfocadas a entrega de información y acciones 
directas (Banerjee et  al. 2007, 2010), pero también 
se han documentado diversas experiencias en India, 
Liberia y Pakistan (Bruns, Filmer, y Patrinos 2011), orien-
tados a fortalecer estas acciones compensatorias.

La cuarta responsabilidad se centra en las escuelas como 
los principales actores -directores, maestros y comuni-
dad educativa en general, y tiene que ver con generar 
escuelas incluyentes, solidarias y motivantes. Aquí la 
gestión escolar es fundamental para asegurar climas 
positivos, así como potenciar las prácticas pedagógicas 
efectivas y la comunicación entre docentes. En este nivel 
es donde más experiencias se han documentado, puesto 
que la metodología privilegiada de AS se ha centrado en 
el seguimiento presupuestal y monitoreo de los presu-
puestos públicos a nivel escuela. Así, se han documen-
tado los efectos de AS para para mejorar la infraestruc-
tura educativa en Ghana (Ampratuwum, Agyei Ashon, 
y Tetteh 2014), el fortalecimiento autonomía escolar en 
diversos contextos (Bruns, Filmer, y Patrinos 2011), las for-
mas de contratación local de maestros en Kenia (Duflo, 
Dupas, y Kremer 2015), el mejoramiento de la transpar-
encia y trabajo conjunto en Moldovia (GPSA 2019), el for-
talecimiento de comités escolares y participación social 
en educación en India (Pandey, Goyal, y Sundararaman 
2011), e Indonesia (Pradhan et al. 2012), y el mejoramien-
to en general de la infraestructura escolar gracias a la 

vigilancia e involucramiento ciudadanos, en casos como 
Uganda (Thindwa 2019) y Filipinas (Shkabatur 2014)

La quinta responsabilidad tiene que ver con las acciones 
que desde el campo educativo tienen que generarse 
para disminuir el peso del contexto socioeconómico en 
el logro educativo y la conclusión de trayectorias edu-
cativas exitosas. Aquí los responsables principales son 
las autoridades educativas, ellos deben generar políti-
cas y lineamientos enfocados a disminuir las brechas de 
aprendizajes entre sistemas y escuelas, generar políticas 
afirmativas para las comunidades indígenas, diseñar pro-
gramas especiales para poblaciones vulnerables, y abatir 
desigualdades de género. Los poderes legislativos tam-
bién son co-responsables de generar presupuestos que 
permitan implementar estas políticas, y las escuelas de 
gestionar estos programas proactivamente para que el 
contexto socioeconómico no sea la principal variable que 
explique las altas o bajas puntuaciones obtenidas en las 
escuelas. Aquí, el foco en presupuesto educativo local y en 
seguimiento de insumos clave, como libros de texto. Los 
ejemplos más reseñados son el seguimiento a los libros 
de texto en Filipinas (ANSA-EAP 2019; Arugay 2012; Fox, 
Aceron, y Guillán 2016; Majeed 2014), y las acciones para 
fortalecer autonomía escolar y transparencia presupuestal 
(Bruns, Filmer, y Patrinos 2011), pero también se han docu-
mentado experiencias para fortalecer estrategias previas 
a la lectura y escritura en Centroamérica (Basic Education 
Coalition 2019), monitoreo al currículo educativo en 
Zimbahue (ECOZI 2019) y el seguimiento de los ODS con 
participación e involucramiento ciudadano (Mundi 2017).

Por último, se identifica una responsabilidad que va 
más allá del campo educativo, y que tiene que ver con 
la coordinación de políticas sociales más generales para 
disminuir el peso del contexto. Aquí, como es evidente, 
los responsables se ubican en la arena política, tanto en 
los ejecutivos locales y nacionales para coordinar diver-
sas políticas sociales, como en los poderes legislativos 
para asegurar el financiamiento y la evaluación de es-
tas políticas. Los ejemplos existentes ubican el foco en 
políticas sociales y su importancia para educación, por 
ejemplo, el impacto de los programas de transferencias 
condicionadas (Conditional Cash Transfer Programs) 
y sus efectos en educación, como el caso de México 
(Fernald, Gertler, y Neufeld 2008), o Nicaragua (Macours, 
Barham, y Maluccio 2014), y el efecto de las becas es-
colares para reducir los niveles de deserción escolar en 
México (De Hoyos Navarro, Attanasio, y Meghir 2019).
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Evidentemente, mientras más lejana y abstracta es la 
responsabilidad y la asignación de responsables, más difícil 
es exigir cuentas. Ninguna de estas responsabilidades, o 
responsables, por sí solo tiene la capacidad de transformar 
los sistemas educativos. Las responsabilidades asociadas a 
la escuela o la provisión física de recursos son más fácilmente 
imputables a sus responsables. Otras, como la coordinación 
entre políticas compensatorias a comunidades y diseño de 
políticas afirmativas específicas a población vulnerable, o 
incluso el abatir el rezago educativo, muestran que poca 
claridad en la asignación de responsabilidades dificulta la 
rendición de cuentas. 

La experiencia acumulada muestra, no obstante, 
capacidad para hacer AS en educación en diversas 
políticas identificadas en el cuatro anterior. Así, por 
ejemplo, respecto garantizar el acceso y retención al 
sistema educativo, en varios países se han desarrollado 
políticas educativas destinadas a la primera infancia, 
incluyendo estancias infantiles y aumentar capacidad 
en educación inicial y preescolar (Alarcón et  al. 2015; 
Gregosz 2014; Tedesco 2017). Diversas organizaciones, 
como la Organización Mundial de la Educación 
Preescolar (OMEP) realizan un seguimiento y monitoreo 
a las políticas de cuidado a la primera infancia y tienen 
capítulos en varios países de la región (Crosso, Mayol, y 
Eigbar 2018; OMEP 2019). Sin embargo, otras políticas 
importantes no tienen seguimiento ciudadano, a pesar 
de su impacto a nivel local. Las políticas de no repetición, 
por ejemplo, fundamentales para abatir el rezago de 
aprendizajes, se han implementado en México en 
los últimos años (SEP 2013a), generando polémica al 
interior de los establecimientos escolares, pero que 
no ha sido seguido por las diversas organizaciones 
dedicadas al tema educativo en México. Algo similar 
pasa con el diseño de un programa de identificación 
temprana de niños en riesgo de rezago educativo (SEP 
2018), que en diseño era necesario pero insuficiente 
para enfrentar el rezago de aprendizajes (Vergara-Lope 
y Hevia 2018), y que en la práctica no tiene evaluación 
oficial o independiente para saber si gracias a este 
procedimiento se evitaron casos de deserción escolar. 
En el caso de las políticas y programas necesarios 
para contar con escuelas y maestros más solidarios e 
inclusivos, existe un seguimiento importante a políticas 
relacionadas con el acoso escolar desde el ámbito 
académico, con el desarrollo de investigación respecto a 
esta problemática y desarrollo de alternativas (Mendoza 
y Pedroza 2015; Santoyo y Frías 2014), pero con menos 

acciones desde la sociedad civil, o desde los órganos 
de colaboración como las Asociaciones de Padres de 
Familia.

De igual manera, el caso del seguimiento de programas 
y políticas educativas y sociales destinados a disminuir 
el peso del contexto socioeconómico y cultural requiere 
compromisos más activos de la sociedad. En la región 
de América Latina y el Caribe, las políticas educativas 
hacia la población indígena y afrodescendiente for-
man parte de la agenda de diversas organizaciones, 
como la Campaña Latinoamericana por el Derecho a la 
Educación (CLADE) y de diversos grupos temáticos del 
Consejo Latinoamericano de Ciencias Sociales (CLACSO). 
Cambiar el sistema de alta segregación y selección de 
los estudiantes, junto con la exigencia de fin al lucro, fue 
parte de las demandas más sentidas del movimiento es-
tudiantil chileno (Bellei 2015; de la Cuadra 2007). Fuera 
de la región, existen casos documentados que vigilan 
la distribución de material educativo (Fox, Aceron, y 
Guillán 2017), y ejemplos de seguimiento a las políticas 
de segregación y diferencia entre escuelas públicas y 
privadas (Siddiqui 2017). Sin embargo, no hay suficiente 
información respecto al seguimiento, vigilancia y moni-
toreo que estas políticas y programas tienen. 

Generación de sanciones y consecuencias 
a los actores/responsables

Junto con la asignación de responsabilidades y respon-
sables, los sistemas de accountability se caracterizan por 
tener un sistema claro de sanciones y consecuencias in-
tencionales a las autoridades responsables (Fox 2007). 
Como veremos, en el campo del AE existe un sistema 
muy desarrollado de sanciones o consecuencias, sin em-
bargo, se advierte un sesgo importante sobre quienes 
reciben las sanciones. 

Si el criterio de éxito de la educación es el número de una 
prueba estandarizada, y si los principales responsables 
por este resultado son los maestros, no es de extrañar que 
las consecuencias––positivas y negativas––que se plan-
tea dentro del AE se centren en la comunidad educativa: 
estudiantes, maestros y escuelas, más que en los respon-
sables políticos o administrativos que tienen la exigencia 
de informar, justificar y responder sobre la educación. 

Del lado de las sanciones positivas, tanto en Chile como en 
México se han ligado sistemas de incentivos a escuelas y 



32 Accountability Working Paper | Número 5 | Noviembre 2019

docentes tomando en cuenta los resultados de las pruebas 
estandarizadas, a pesar de las recomendaciones sobre el 
uso incorrecto de estas evaluaciones para generar rankings 
o para implementar programas de estímulos económicos 
(Santibáñez et  al. 2007). Algunas veces, cuando los 
resultados permiten afirmar que “incrementamos el 
puntaje” o que estamos mejor que nuestros competidores, 
algunas autoridades educativas se cuelgan la medalla 
(Meier 2017). Sin embargo, cuando los resultados no son 
los esperados, se activa una serie de sanciones que, como 
se ha estudiado en el caso chileno, puede implicar el cierre 
de establecimientos escolares (Bellei 2015). Para el caso de 
México, la disputa por la “reforma educativa” se centró en 
el establecimiento de sanciones que ponían en riesgo la 
permanencia de los docentes en sus puestos de trabajo 
(Martínez y Navarro Arredondo 2018). Sin embargo, así 
como no hay responsables claros, tampoco hay sanciones 
claras frente a las malas decisiones sobre gasto educativo, 
ausencia de políticas específicas para atender el rezago de 
aprendizajes, ausencia de desayunos escolares en escuelas 
públicas, o baja escolaridad de los padres. De esta forma, 
se responsabiliza y se sanciona al último eslabón de una 
larga cadena de actores que participan de manera directa 
e indirecta en los aprendizajes, esperando que estas 
consecuencias funcionen como factores motivacionales. 

Consecuencias intencionales a maestros y escuelas 

A las consecuencias intencionales, que incluyen un 
sistema de incentivos y castigos ligados a los resultados 
de las pruebas estandarizadas hacia los maestros, hay 
que sumar consecuencias no intencionales de estos 
sistemas sobre los mismos actores. En este sentido, 
como lo vimos en el primer punto de comparación, hay 
una serie de efectos negativos de las pruebas sobre los 
propios estudiantes. La prevalencia de la discusión y 
atención de tiempo y recursos en escuelas a estándares 
de evaluación docente más que estándares académicos, 
afectando a la política que se pretende fortalecer 
(Stosich 2018:215), generando diversos efectos 
negativos, que incluyen un constante deterioro de clima 
escolar y aumento estrés laboral producto de test-based 
accountability, incluso en educación elemental, efectos 
negativos sobre cultura escolar, prácticas docentes y 
sobre los directores escolares. De ahí que se concluya 
que la innovación escolar requiere mecanismos 
diferentes de AE (Greany 2016). De este sesgo advierte el 
Informe de Seguimiento cuando afirma que los efectos 
de implementar mecanismos de accountability pueden 
ser contraproducentes y provocar efectos contrarios 
(UNESCO 2017:295).40

Maestros de primaria participando en campamento de Pratham en Uttar Pradesh, India, 2017. Foto: banco de fotos PAL Network
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Respuestas desde el AS en educación 

Desde una perspectiva de AS en educación, las 
propuestas respecto a las sanciones van en dos sentidos, 
por un lado, identificar la escala completa de la cadena 
de mando en las políticas educativas, incluyendo 
autoridades políticas y educativas responsables por la 
generación de políticas y programas, tal como se analizó 
en el apartado anterior. La segunda propuesta se centra 
en vincular la evaluación con la mejora educativa: que 
la identificación de responsables y responsabilidades 
se pueda vincular de manera directa con la mejora 
educativa, dentro y fuera de la escuela. 

Nivel de participación de los diferentes 
actores involucrados

La cuarta dimensión analizada tiene que ver con la 
participación e involucramiento de los ciudadanos. 
Tanto desde una perspectiva de AS como desde la 
perspectiva del AE, el involucramiento de los ciudadanos 
es un elemento crucial, aunque se pueden advertir 
diferencias en los supuestos que tiene la participación 
en ambas perspectivas. Como veremos, para el AE 
la participación se centra en acceso a la información 

para presionar a las escuelas y docentes para lograr 
mejores desempeños, con muy poca participación 
por parte de los padres y ciudadanos. La participación 
bajo el concepto de AS en educación, por otro lado, 
pretende ampliar la voz y monitoreo a la cadena vertical 
y horizontal de las políticas educativas y sociales que 
tengan responsabilidad en el logro educativo. 

Empoderar a padres creando desconfianza 

Para analizar los efectos en el involucramiento parental, 
se necesita comprender qué tipo de relaciones maestros-
escuelas-padres-comunidad se promueven. Buena parte de 
la teoría del cambio del AE descansa en la idea que difundir 
los resultados a las localidades generará, por si mismo, una 
“presión positiva” hacia las escuelas y los maestros para 
mejorar esos números. Bajo esta perspectiva, las familias 
y comunidades tienen un rol activo: generar presión por 
medio de la voz y/o la salida, ejerciendo la libertad de 
selección. Así, se han implementado diversos programas 
de difusión de información respecto a las escuelas y sus 
resultados, por medio de score-cards, tanto en países del 
norte como del sur (Joy y Moses 2016; Swan, Guskey, y 
Jung 2014). De esta forma, se intenta activar la “ruta corta” 
del Accountability (Gershberg, González, y Meade 2012b),  

Taller de planeación participativa para generar evaluaciones alternativas, Kampala, Uganda, 2017. Foto: banco de fotos PAL Network
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buscando generar mayor “client power” por parte de los 
padres de familia, por medio de información, para controlar 
mejor a los proveedores de servicios. Esta propuesta, 
sin embargo, presenta dos limitaciones importantes. La 
primera es de efectividad y la segunda tiene que ver con 
el tipo de relación que propone entre padres-comunidad y 
maestros-escuela. 

Respecto a la primera, una limitación de este modelo ha 
sido analizada por Jonathan Fox (2015) quien describe 
estos procesos de entrega de información como “tácti-
cos”, en oposición a procesos “estratégicos” que buscan 
combinar el acceso a la información con otras acciones 
de incidencia, cabildeo y control vertical en cada tramo 
de política pública. Así, concluye que los efectos de la 
mera entrega de información no bastan para lograr ex-
periencias exitosas de rendición de cuentas (Fox 2015; 
Fox, Aceron, y Guillán 2017). En ese mismo tenor, otros 
autores enfatizan la limitación de este modelo tiene que 
ver con la dificultad de incorporar la voz de la sociedad en 
esta “ruta corta” (Winkler 2006). 

Respecto a la segunda limitación, el tipo de relación que 
propone este modelo entre padres-comunidad y maestros-
escuela, se basa en la desconfianza: de la capacidad 
y formación de los maestros y de la impericia de los 
directores de las escuelas. Esta desconfianza se expresa en 
el nivel local de varias maneras: poco involucramiento en 
las actividades escolares y falta de comunicación entre los 
padres y los maestros respecto a los problemas específicos 
de los niños (Observatorio Ciudadano de la Educación 
2008). La desconfianza también se expresa como relaciones 
contenciosas, donde los padres muchas veces se enfrentan a 
las escuelas por medio de un amplio repertorio de protesta, 
que incluye desde las peticiones a las autoridades educativas 
por irregularidades en las escuelas, hasta la toma de oficinas 
de manera ilegal (Hevia 2014). 

De esta forma, las relaciones de desconfianza en el cam-
po educativo se enfrentan en el nivel local a claras rela-
ciones asimétricas de poder, por lo que las acciones que 
puedan implementar para exigir respuestas los pone en 
riesgo directo (Hevia 2016a). En una escala más amplia, 
la desconfianza se expresa con la pérdida de prestigio 
de la profesión docente y con falta de motivación de los 
docentes respecto de sus capacidades (Tenti y Steinberg 
2011), abonando a una idea más bien pesimista sobre la 
importancia que puede tener la educación como camino 
para la movilidad social (Muñoz Izquierdo 2009). 

La desconfianza también se expresa en la falta de interés 
de la ciudadanía en general para generar procesos in-
novadores de mejora educativa, y para involucrarse de 
una manera más activa en la problemática de la edu-
cación. Así, en México la presencia de una serie muy am-
plia de organizaciones civiles orientadas a la mejora edu-
cativa en espacios muy específicos––algunas escuelas de 
algunos estados––se muestra desarticulada entre ellos y 
desarticulada con otras organizaciones civiles, más enfo-
cadas a la incidencia en política educativa, que han uti-
lizado los resultados de las evaluaciones educativas para 
litigio estratégico como Mexicanos primero, Suma por 
la Educación, UNETE, Vía educación (Cárdenas 2017). A 
nivel local, las demandas educativas de las comunidades 
educativas se expresan en términos de mejora de los 
establecimientos físicos y resolver conflictos específicos 
con maestros, más que demandas para mayor provisión 
de material educativo o cambios pedagógicos (Hevia 
2017). En un estudio empírico de miles de demandas y 
peticiones a las autoridades, no se encontraron peticio-
nes relacionadas con los resultados de las pruebas nacio-
nales, o con la demanda por mayor evaluación docente 
(Hevia 2014), demandas que son fundamentales para or-
ganizaciones civiles nacionales. 

El caso de Mexicanos Primero es paradigmático para 
comprender los sesgos en las formas de relación que 
se generan en el modelo de AE. Esta organización civil, 
con fuertes ligas con el sector empresarial, fue un actor 
fundamental en la implementación de la reforma educativa 
de 2013 que propició mecanismos de “evaluación de altas 
consecuencias” a los docentes (Cortina y Lafuente 2018). 
Los inicios de la organización se remontan a mediados 
de la década de 2000 pero ganó notoriedad nacional 
con la producción del documental “De panzazo” que 
mostraba, por un lado, el rezago de la infraestructura y 
dinámicas pedagógicas al interior de la escuelas, y por 
otro, responsabilizaba de esta situación a la hibridación 
entre la cúpula sindical del poderoso Sindicato Nacional 
de Trabajadores de la Educación (SNTE) y las autoridades 
federales y estatales, en un argumento análogo al 
documental “Waiting for Superman” (“Esperando a 
Superman”) generado en Estados Unidos en fechas similares 
(Rodríguez 2012; Rulfo 2012). El efecto de este documental, 
y la presencia de diversos colectivos de organizaciones 
civiles, lograron incluir la “mala calidad educativa” producto 
de los “profesores que no se querían evaluar” como un 
problema público en las elecciones de 2012. Se organizó un 
foro con candidatos presidenciales, y se hizo un seguimiento 
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fuerte respecto de su compromiso con terminar con el 
pacto entre el sindicato y autoridades educativas (10 por 
la educación 2016). A principios de diciembre de 2012, 
la nueva administración anunció el “Pacto por México”, 
un acuerdo multipartidario para impulsar una serie de 
reformas políticas, sociales y económicas. Ahí se anunció 
una “reforma educativa” como primer gran resultado de 
este pacto, orientada en lo político a “recuperar la rectoría 
del estado” y en lo técnico a crear un Servicio Profesional 
Docente y un Sistema de Evaluación “con consecuencias” 
para los maestros (Góngora y Jiménez 2015). En ambas 
propuestas, Mexicanos primero jugó un rol fundamental, 
y consolidó su influencia en la política educativa. Fue 
miembro del consejo consultivo del instituto responsable 
de evaluar a estudiantes y desempeño docente, continuó 
elaborando informes sobre la calidad educativa basados 
en las evaluaciones de logro nacionales, e incluso 

generó sus propias evaluaciones para mostrar los 
bajos niveles de aprovechamiento del idioma inglés, 
logrando posicionar el programa nacional de inglés 
como una nueva meta del sistema educativo mexicano 
(Hevia 2018a; O’Donoghue 2015). Otra estrategia 
exitosa de esta organización fue la implementación de 
litigio estratégico en contra autoridades educativas en 
Oaxaca (Cárdenas 2017).  A pesar de su posicionamiento 
nacional, mexicanos primero no tiene presencia a nivel 
comunitario. Con excepción de algunos esfuerzos de 
desplegarse más territorialmente -con la creación de 
capítulos regionales, por ejemplo- esta organización 
tiene muy poca presencia territorial, evidenciándose 
la enorme distancia que existe entre las demandas y 
necesidades locales y las demandas que promueven 
organizaciones civiles orientadas a una mayor rendición 
de cuentas.

Maestros y niños en Islamabad, Pakistán en innovaciones organizadas por ASER-Pakistán. Foto: banco de fotos PAL Network
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Respuestas desde ASE para superar estos sesgos

Hasta ahora, se puede sintetizar que la mera entrega 
de información no basta para mejora educativa, que 
el modelo de AE promueve relaciones de desconfianza 
entre los actores, y que las demandas locales por una 
mejor educación poco tienen que ver con las demandas 
“nacionales”. En este escenario, una perspectiva de ASE 
debe centrarse en dos dimensiones. En primer lugar, 
motivar a la participación de los padres, maestros, au-
toridades políticas y educativas en un mismo frente: la 
confianza mutua para la mejora de los aprendizajes, y en 
segundo lugar, generar acciones estratégicas más que 
tácticas para que esta articulación tenga sentido.

Respecto del primer punto, es central recuperar acciones 
de confianza mutua, que permitan a los involucrados 
comprender la complejidad del problema y actuar en la 
medida de sus capacidades y competencias. Dentro de 
la comunidad educativa, esto implica necesariamente 
fortalecer los procesos de “accountability profesional” 
(Wilkins 2011) basado en la propia capacidad de los 
docentes como expertos educativos para generar 
la información necesaria tanto para identificar los 
diagnósticos como las alternativas de solución. El 
proceso de empoderamiento del saber docente resulta 
fundamental para fortalecer las relaciones basadas 
en la confianza hacia la escuela. De igual manera, al 
interior de las escuelas, tal como afirma Elmore “Si se les 
entrega información, además de nuevos conocimientos 
y habilidades, en condiciones adecuadas, puede que eso 
se traduzca en una mejora en su práctica, lo que, a su 
vez, puede que resulte en un mayor desempeño escolar” 
(Elmore 2010, 62). Del lado de los padres y ciudadanos 
se hace imprescindible rescatar los saberes previos y la 
idea que la educación es responsabilidad compartida, no 
es solo responsabilidad del maestro o la escuela. El lema 
del proyecto MIA, en ese sentido, es “porque la educación 
es de todos, la responsabilidad es mía”. Esto requiere 
involucrar a estudiantes, padres y madres, y la comunidad 
en general en procesos de motivación que muestren que 
todos los niños y adultos somos capaces de aprender, y 
de continuar aprendiendo a lo largo de toda la vida. 

Desde fuera de los sistemas escolares, la experiencia de 
los CLA al respecto puede resultar útil.  En las evaluaciones 
ciudadanas en le mundo participan miles de ciudadanos 
voluntarios dispuestos, que quieren hacer algo más 
específico por la educación. En el caso mexicano, en 

MIA por ejemplo, luego de conversar con cientos de 
voluntarios, concluimos que existía una energía social 
difusa en torno a la temática educativa, que quería “hacer 
algo” por la educación pero no sabía qué ni cómo. Invitar 
a la gente a participar es un paso fundamental para 
producir participación (Lowndes, Pratchett, y Stoker 2006), 
comprender el aporte específico de mis acciones a una 
temática mayor es importante. En la estrategia de los CLA 
los ciudadanos voluntarios son un factor fundamental, no 
solo por razones financieras o logísticas, sino sobretodo 
porque son los actores que van construyendo acción 
colectiva a favor de la educación, donde podemos 
encauzar esa energía social difusa pero real que quiere 
involucrarse más allá de hacer donaciones económicas 
para que se pinte la escuela. Cuando estos voluntarios son 
además maestros, o estudiantes de pedagogía, se pueden 
producir acercamientos que generan confianza hacia los 
propios maestros. 

Bajo la estrategia de CLA la evaluación de aprendizajes 
es la puerta de entrada para que aquellos ciudadanos 
que puedan y quieran, participen en acciones de mejora 
educativa específica en sus comunidades, dentro y fuera 
de la escuela. Una evaluación a las actividades de Pratham, 
en la India, mostró que la entrega de información vía 
Score-card tenía mucho menos efecto en los aprendizajes 
que la organización de cursos de verano donde, de 
manera colaborativa y participativa, los niños aprendían a 
leer (A. Banerjee et al. 2010). En Uganda, México, Pakistán 
e India se han desarrollado acciones que vinculan 
“evaluación y mejora” como una ruta fundamental para 
que los resultados de las evaluaciones tengan sentido y 
puedan utilizarse para diseñar e implementar acciones 
que mejoren las capacidades y habilidades de todos los 
niños y adolescentes. En algunos casos, las acciones de 
mejora educativa permiten proyectar la voz ciudadana para 
monitorear, criticar y modificar las prácticas pedagógicas 
al interior de las escuelas, temática donde la sociedad civil 
tiene poca voz. Es el caso de la estrategias pedagógicas 
innovadoras, denominadas “enseñar en el nivel adecuado” 
(Teaching at Right Level) que han mostrado efectos 
importantes en la capacidad lectora y matemática, y que 
tienen en la medición de indicadores, y el escalamiento 
por medio de procesos de integración vertical en diversos 
estados subnacionales de India un elemento fundamental 
(A. Banerjee et al. 2010, 2016, 2017).

La propuesta pedagógica de enseñar en el nivel adecua-
do nace del análisis y vigilancia sistemática al currículo 
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existente en India hace casi 20 años (Banerji 2000) que 
permitió proyectar la voz en el mejoramiento curricu-
lar con alternativas viables y probadas que permitieran 
consecuencias enfocadas a los aprendizajes.41 De igual 
forma, es necesario incorporar evaluaciones a las accio-
nes de participación ciudadana para el mejoramiento de 
la educación, generando así indicadores para poder me-
jorar dichas intervenciones. En una revisión sistemática 
reciente se enfatiza la necesidad de contar con mayor 
evidencia respecto a las innovaciones educativas que se 

generan desde la sociedad civil para mejorar los apren-
dizajes (Spier et al. 2016).

Respecto del segundo punto, es central generar 
acciones estratégicas que complementen el acceso a la 
información local con seguimiento de políticas en toda 
la cadena de mando, y capacidad de modificar cursos de 
acción. De esta forma, es fundamental complementar 
las acciones locales -de monitoreo y mejora educativa- 
con propuestas y recomendaciones de política pública 

Audiencias públicas en Andhra Pradesh, India. Foto: autores 
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vinculadas a los factores que inciden en los aprendizajes, 
y que inhiban a la “elitización” de la participación social 
en educación. Siguiendo una propuesta general de 
monitoreo ciudadano (Hevia 2016b), esto implica, en 
primer lugar, seleccionar políticas estratégicas que se 
deben seguir. Las metas de la educación -individuales, 
sociales y de inserción laboral- y los factores que 
inciden en el logro educativo muestran una hoja de 
ruta fundamental. Teniendo clara la pertinencia y la 
relevancia en términos de aprendizaje de las políticas a 
monitorear, en segundo lugar, se requiere articular de 
manera propositiva las acciones locales y nacionales 
de incidencia, participación y vigilancia ciudadana, por 
medio de la construcción de alianzas de organizaciones 
comunitarias, locales, regionales y nacionales. Esto 
no es fácil, pero hay experiencias exitosas, como el 
seguimiento de libros de texto en Filipinas (Fox, Aceron, 
y Guillán 2017).  En nuestra experiencia, en la medida 
que las políticas sean claras, hay mayor probabilidad 
de éxito. Por ejemplo, políticas de fomento a la lectura 
relacionadas con el bajo nivel de comprensión lectora 
encontradas en las evaluaciones de MIA en México, 

implican primero generar una red de organizaciones 
para evaluar el territorio, en el sureste trabajamos hasta 
con 80 organizaciones diferentes cuando levantamos 
nuestras mediciones. En tercer lugar, se debe generar 
una serie clara de indicadores de información que 
permitan hacer el seguimiento. Existe información 
gubernamental, como el Sistema de Información 
y Gestión Educativa-SIGEV, pero que posee serias 
limitaciones para su uso y mejora (Vázquez Cuevas 2017), 
por un lado, y que no cuenta con información útil para el 
seguimiento de políticas pedagógias, sino que se orienta 
más bien a insumos y datos de contexto. Por último, el 
seguimiento a esos indicadores tiene que ser inclusivo 
y de preferencia no contencioso a nivel local: la escuela, 
más que ser la responsable porque no lleguen los libros de 
texto a las aulas, o que no lleguen apoyos a niños en riesgo 
de abandono escolar, es la víctima de malas decisiones 
tomadas en otras instancias de decisión.  Los resultados 
de este seguimiento deben buscar de manera explícita la 
construcción de confianza mutua: de ahí la importancia 
para la legitimidad y efectividad de estos instrumentos la 
participación de los actores involucrados.
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V. Hacia un concepto ampliado 
de AS en Educación (ASE):  
Desafíos y agenda pendiente

Como se desarrolló en el apartado anterior, una 
primera gran conclusión de esta comparación es 
que tenemos que mirar más que más que la pun-

ta del iceberg. El concepto de “AE” tiene una serie de 
sesgos que se centran en los síntomas más que en las 
causas de los problemas estructurales relacionados con 
el bajo nivel educativo. Estos sesgos incluyen la reduc-
ción de los criterios de éxito de las políticas educativas 
a los resultados de las evaluaciones estandarizadas, la 
desatención en las características de los estudiantes y 
los factores socioeconómicos como indicadores de se-
guimiento, la concentración de sanciones en la última 
cadena de interacción -maestros y escuelas- que afecta 
a la comunidad educativa en su conjunto, y dificultades 
para movilizar a la ciudadanía en torno a la demanda de 
una mejor educación.

Por ello, se propone un modelo más amplio que 
denominamos “ASE” y que se inserta explícitamente 

en un paradigma de derechos humanos. En particular, 
esta perspectiva busca que el diseño, implementación, 
monitoreo y evaluación de los sistemas de protección 
social, incluyendo los educativos, se guíen por los 
principios de equidad y no discriminación –que incluyen 
la accesibilidad, adaptabilidad, aceptabilidad, adecuación 
e incorporación de perspectiva de género- participación, 
transparencia y rendición de cuentas (Sepulveda Carmona 
y Nyst 2012). 

Desde esta perspectiva, los mecanismos de ASE no 
solo pasan a ser elementos accesorios de una política 
educativa, sino que permiten, por un lado, utilizar me-
canismos de reclamos legítimos, y por otro, recibir una 
serie de reparaciones en caso de violaciones de estos 
derechos, tal como veremos a continuación. 

De igual manera, el modelo de ASE propuesto se basa en 
tres principios: generación de criterios amplios y justos 

Presentación resultados MIA y conferencia de PAL, Xalapa, Veracruz, México, 2017. Foto: banco fotos MIA
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respecto del éxito/fracaso de la política educativa; la 
identificación de responsables, responsabilidades y san-
ciones que incluyan la diversidad de factores que inter-
vienen en los procesos de enseñanza-aprendizaje, y el 
involucramiento activo de ciudadanos y comunidades 
para lograr que niños y jóvenes sigan aprendiendo a lo 
largo de toda su vida.

Sobre qué pedir cuentas: resultados, 
contexto e insumos

Como vimos, el primer principio incluye una comprensión 
más amplia respecto a los fines de la educación más allá 
del resultado de pruebas estandarizadas, así como la 
utilización de las mediciones y evaluaciones para generar 
retroalimentación formativa a todas las partes involucradas. 
El esfuerzo inmenso que se está realizando para generar 
datos comparativos respecto a los aprendizajes requiere 
comunicar de manera clara cómo estos resultados se 
vinculan con la mejora a nivel local fuera y dentro de las 
aulas. Cómo estudiantes, maestros y padres pueden usar 
esta información para motivar a los alumnos a aprovechar 
sus oportunidades, a desarrollar sistemas de apoyo 
temprano a aquellos alumnos que muestren rezago de 
aprendizajes. Sin este esfuerzo doble esfuerzo de ampliar 
el foco de las evaluaciones hacia otros fines educativos 
y hacer explícitas las ligas entre evaluación y mejora 
educativa, se corre el riesgo de reproducir el sesgo del 
AE y centrarse exclusivamente en resultados de pruebas 
estandarizadas como único criterio de éxito educativo. 

En términos más específicos, la agenda del ASE puede 
orientarse a tres grandes dimensiones: resultados, con-
texto e insumos, que han recibido menor atención que 
las políticas docentes, y que pueden tener mayor poten-
cialidad para involucrar a los ciudadanos en el cambio 
que se requiere. Algunas propuestas específicas de esta 
agenda se pueden encontrar en el cuadro 3.

A quiénes pedir cuentas: cadena de 
mando y responsabilidades 

Respecto del segundo principio, las acciones de 
ASE tienen que caracterizarse por incluir de manera 
explícita y prioritaria aquellos factores que favorecen 
la equidad y calidad de los sistemas educativos. Existe 
suficiente evidencia que muestra mayores retornos a los 
esfuerzos por mejorar las capacidades y motivaciones 
de los estudiantes por el aprendizaje, disminuir el peso 

del contexto socioeconómico por medio de políticas 
y acciones afirmativas y compensatorias, y generar 
escuelas y maestros más solidarios. Es comprender y 
asumir las responsabilidades compartidas que tenemos 
como sociedad en su conjunto sobre la educación, 
y buscar el compromiso y el involucramiento para 
llevar a cabo las transformaciones necesarias que 
permitan romper con las causas estructurales y no solo 
se queden en los síntomas. Como mostró el cuadro 2, 
existe una serie muy amplia de políticas y programas 
gubernamentales y no gubernamentales orientados 
a disminuir el peso del contexto socioeconómico, 
ampliar la capacidad de los estudiantes y mejorar los 
insumos pedagógicos, técnicos, humanos y financieros 
para la construcción de escuelas más solidarias, con un 
clima que favorezca la motivación por el aprendizaje. 
Al respecto es vital comprender la cadena de mando 
completa para identificar responsables y sanciones que 
no se limiten al último eslabón, y comprender que las 
autoridades políticas y educativas hasta el momento 
han evadido mucha de la responsabilidad respecto de 
la implementación de políticas y programas necesarios 
para atender los factores bajo su responsabilidad. 

Dentro de esta cadena, y utilizando los mecanismos 
de reclamos que permite la perspectiva de Derechos 
Humanos, al menos dos experiencias recientes ejempli-
fican a quién se puede pedir cuentas bajo esta perspec-
tiva. Una tiene que ver con la adopción de los Principios 
de Abidjan (The Abidjan Principles 2019) donde explíci-
tamente se incorporan los mecanismos de reclamos y 
reparación, incluyendo la posibilidad del litigio estraté-
gico, como herramientas de la perspectiva de ASE. Otro 
ejemplo, es el índice del derecho a la educación (Results 
2019), donde diversas organizaciones con presencia na-
cional-local pueden complementar sus acciones desde 
una perspectiva de derechos, incluyendo los informes 
oficiales del Alto Comisionado de Naciones Unidas, 
como mecanismos para ampliar el monitoreo y vigilan-
cia de los contenidos del derecho a la educación. 

Quién debe pedir cuentas: 
Involucramiento ciudadano y 
articulaciones verticales

Respecto del tercer principio, una perspectiva de ASE 
debe incluir propuestas claras y coherentes para motivar 
a la participación de los niños, niñas y adolescentes, pa-
dres, maestros, autoridades políticas y educativas en un 
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mismo frente: la confianza mutua para la mejora de los 
aprendizajes, y en segundo lugar, generar acciones es-
tratégicas que complementen el acceso a la información 
local con seguimiento de políticas en toda la cadena 
de mando, y capacidad de modificar cursos de acción. 
Particularmente importante en este punto es articular 
de manera propositiva las acciones locales y nacionales 
de incidencia, participación y vigilancia ciudadana, por 
medio de la construcción de alianzas de organizaciones 
comunitarias, locales, regionales y nacionales.

En este punto, la experiencia innovadora y colaborativa 
de los CLA y de PAL puede dar pistas interesantes. Uno 
de los pilares de los CLA tiene que ver con el trabajo 
voluntario. Investigando las narrativas de los voluntarios 
de MIA (Hevia y Vergara-Lope 2019) se descubrió que 
para los estudiantes universitarios y voluntarios resultó 
motivante poder participar en una actividad limitada 
en el tiempo, con un propósito claro y con instrucciones 
precisas y expresan una intención clara de poder formarse 
en investigación. Pero hay más motivaciones que el saber 

Dimensión calidad 
educativa UNESCO Acciones de autoridades, sociedad, comunidades escolares y organizaciones civiles

Resultados •  Promover la equidad en el acceso y resultados educativos: que todos los alumnos logren los 
objetivos de aprendizaje y su nivel máximo de desarrollo no importando su clase o cultura, 
promoviendo el acceso y la retención al sistema educativo

•  Garantizar la relevancia para promover aprendizajes significativos, según las exigencias 
sociales y el desarrollo personal, y fines educativos que representan las aspiraciones del 
conjunto de la sociedad

•  Asegurar la pertinencia: que la educación incluya los contenidos que los individuos necesitan 
para desarrollarse en todos los sentidos

•  Monitorear la eficacia de los aprendizajes: asegurar la proporción de logro de  los objetivos 
mínimos y planeados en la currículo escolar

•  Abatir el rezago educativo y de aprendizajes

•  Generar retroalimentación formativa a todas las partes involucradas usando la evaluación 
educativa para fines formativos. 

Contexto •  Promover la equidad y eficiencia de los sistemas educativo para disminuir el peso del 
contexto

•  Diseñar acciones para abatir las desigualdades regionales, de género y de origen étnico

•  Ampliar la participación de las comunidades educativas para acortar la brecha entre 
evaluación y mejora educativa, dentro y fuera de las escuelas

•  Generar política educativa y social para disminuir peso del contexto en los resultados de 
aprendizaje

•  Promover coordinación gubernamental de política educativa y política social para disminuir 
el peso del contexto

Características de los 
estudiantes

•  Mejorar actitudes estudiantes hacia la educación y la escuela

•  Supervisar y estimular las acciones para incrementar la motivación y disposición de los niños 
y niñas para aprender, 

•  Permitir la inclusión frente a las discapacidades 

Aportes materiales y 
humanos

•  Generar escuelas más incluyentes, motivantes y solidarias 

•  Vigilar instalaciones de infraestructura escolar y el acceso a materiales educativos

•  Seguir presupuestos de políticas y programas relacionados al aprendizaje

Procesos de Enseñanza 
Aprendizaje

•  Monitorear el tiempo efectivo de aprendizaje, 

•  Promover la formación inicial y continua del personal docente

•  Analizar los métodos de enseñanza y el tamaño de las clases

•  Evaluar pertinencia modelo curricular

Cuadro 3. Dimensiones y acciones del ASE

Fuente: elaboración propia sobre dimensiones de calidad educativa de UNESCO (2004)
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instrumental. Las narraciones de los voluntarios enfatizan 
que estar un día visitando hogares, donde muchos niños 
que van a la escuela no comprenden bien lo que leen, o 
saben sumar pero no restar, fue una de las lecciones más 
significativas de su participación en este proyecto. 

De esta forma, las instituciones y personas que se han 
involucrado en la medición de aprendizajes tienen un 
interés particular en la educación de las niñas, niños y 
adolescentes, interés que se refuerza cuando se piensa 
en los propios hijos, hermanos, vecinos y en la necesidad 
urgente de contribuir de alguna manera para lograr una 
mejora sustantiva en sus habilidades básicas como la 
lectura y las matemáticas. Es digno de resaltar el hecho 
de que en un alto porcentaje nuestros voluntarios 
fueron personas jóvenes, quienes tienen aún fresca 
la percepción de la educación que han recibido en las 
escuelas de educación básica y que coinciden en el deseo 
de aportar “su granito de arena” para que la educación 
mejore. Así, en un contexto, como el mexicano, donde 
el trabajo voluntario es poco institucionalizado, la 

experiencia de MIA resulta gratificante y genera 
confianza respecto a la participación de la sociedad 
civil para la solución de los problemas que afectan 
su entorno. A diferencia de las actividades solidarias 
comunes que desempeñan los mexicanos (en específico 
los padres y madres de familia) en torno a la educación, 
como la colaboración en la escuela a la hora de la 
entrada o la salida, el mantenimiento de los inmuebles 
y mobiliario (Butcher y Verduzco 2016), existen otras 
formas de involucramiento ciudadano por medio del 
trabajo voluntario. 

Esta energía social resulta fundamental para potenciar 
acciones de ASE puesto que, por un lado, genera la 
“demanda” necesaria, por medio de la formación 
ciudadana e involucramiento a cientos de personas, desde 
una perspectiva de confianza y trabajo colaborativo, y 
por otro lado, por medio de la generación de acciones de 
monitoreo ciudadano a nivel local no contenciosas, sino 
colaborativas, que permitan una articulación vertical con 
los demás componentes del seguimiento a las políticas 

Presentación resultados padres de familia, Xalapa, México, 2018. Foto: banco fotos MIA
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educativas “macro”. Como el caso de MIA muestra, existen 
oportunidades para realizar acciones voluntarias y echar 
a andar esta energía, directamente en actividades de 
evaluación de los aprendizajes básicos, por medio de 
instrucciones claras, tareas específicas. 

De igual manera, las experiencias llevadas a cabo por 
Pratham, en India, para conseguir voluntarios en locali-
dades que se hagan responsables para fortalecer accio-
nes para mejorar lectura y escritura han superado las ex-
pectativas respecto al interés que existe en la sociedad 

La teoría del cambio del proyecto MIA pretende mejorar los aprendizajes básicos de los niños, niñas y jóvenes 
por medio de la innovación, participación ciudadana y trabajo colaborativo. Para ello, desarrollamos una 
estrategia que estamos poniendo en práctica a partir de 2019-2020 y consiste en proyectar la voz ciudadana 
para la mejora educativa por medio de la articulación de tres procesos: 1) generar datos independientes que 
muestren la intensidad y gravedad del rezago de aprendizajes en los estados del sureste mexicano; 2) diseñar, 
implementar y evaluar estrategias educativas que puedan reproducirse dentro y fuera del aula; y 3) realizar un 
monitoreo ciudadano de las políticas educativas destinadas explícitamente a mejorar lectura y matemáticas: El 
Programa Fomento a la Calidad Educativa y la Política Nacional de Libros de Texto (Hevia et al. 2019; MIA 2017). 
La participación de voluntarios, facilitadores y comunidades educativas en los dos primeros procesos genera una 
“masa crítica” de personas interesadas en los aprendizajes que permita, por un lado, completar el monitoreo de 
las políticas educativas hasta el nivel local -revisar en cada escuela cómo se implementan (o no) las políticas de 
fomento a la calidad educativa y de libros de texto, y al mismo tiempo, ofrecer alternativas reales con estrategias 
que permitan mejorar los aprendizajes. 

Con esto queremos resolver las principales limitaciones de los sistemas institucionales de controlaría social: En 
primer lugar, poder monitorear de manera independiente y vertical hasta el nivel de escuela las políticas edu-
cativas de atención al problema del rezago de aprendizajes básicos. Hemos generado un modelo de monitoreo 
de la cadena vertical en lo federal y estatal (MIA 2017), pero cuesta mucho conocer cómo y en qué se utilizan los 
recursos destinados a resolver este problema a nivel de escuela. Construir una masa crítica de voluntarios en los 
territorios interesados en mejorar los aprendizajes permite acceder a la “última milla”, a las escuelas con las que 
estamos desarrollado acciones de mejora educativa,  manteniendo el foco en los aprendizajes y más que en los 
insumos:  más que vigilar si la escuela está pintada, se propone monitorear si en sus bibliotecas escolares hay 
libros suficientes y relevantes para el interés de los niños y que puedan ser prestados a domicilio. 

En segundo lugar, quizá lo más importante, articular las acciones voluntarias de participación permite dar sen-
tido a las acciones de monitoreo y seguimiento presupuestal, puesto que buscamos conectar los intereses de la 
comunidad educativa -asociados a los aprendizajes de sus hijos- con los intereses de MIA y de otras organizacio-
nes que promueven el control ciudadano para proyectar la voz de los ciudadanos. Teniendo claro que es posible 
mejorar los aprendizajes básicos por medio de intervenciones educativas cortas y baratas que requieren acceso a 
materiales impresos relevantes para los niños y niñas, cobra sentido demandar mejores bibliotecas escolares. De 
igual forma, si mostramos que hay rezagos importantes en matemáticas y las autoridades educativas mexicanas 
no han generado un programa nacional o estatal para enfrentar este rezago, tiene sentido demandar a las auto-
ridades una política de mejora del proceso de enseñanza-aprendizaje en matemáticas.

En tercer lugar, articular el monitoreo ciudadano de políticas sustantivas, y los resultados de evaluaciones inde-
pendientes sobre los aprendizajes con el diseño y reproducción de intervenciones educativas ofrece alternativas 
de “solución” propositivas y viables, como es la implementación de las estrategias pedagógicas desarrolladas por 
MIA, que vayan más allá de la denuncia a los sistemas de atención ciudadana establecidos. Tener estrategias de 
mejoramiento efectivas, que podemos compartir de manera gratuita con las comunidades escolares, permite 
ampliar la interacción sociedad-escuela a procesos de co-construcción -como la implementación de clubes de 
lectura- o la gestión conjunta entre la asociación de padres de familia y el director para acceder a programas 
estatales de fomento a la calidad de la educación. 

Caja 1. Cómo MIA incluye acciones de ASE
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por involucrarse, de una manera formativa y productiva, 
en la educación, más allá de la cooperación económica 
o de la supervisión respecto si la escuela está limpia o 
pintada, que podrían ser movilizada para exigir mejores 
servicios educativos si estas exigencias se orientan a la 
mejora de los aprendizajes.

Retos para los interesados en  
potenciar ASE

La agenda para desarrollar e implementar el modelo de 
ASE, por último, implica una serie de retos para la comu-
nidad de aprendizaje sobre Accountability. Se pueden 
identificar dos audiencias específicas: los expertos en 
AE, y los expertos en AS en ámbitos diferentes al tema 
educativo, cada una con retos específicos. 

Por un lado, para los expertos en AE, un primer reto es 
identificar y desmontar los sesgos identificados, así como 
otros por caracterizar. Nuestra intención no es desconocer 
la importancia ni los avances que estos esfuerzos tienen 
para superar la crisis de aprendizajes, sino indicar cómo los 
sesgos tienen consecuencias y cómo se puede crear una 
agenda de ASE más orientada a las causas estructurales, 
más equilibrada en la identificación de responsables, 
responsabilidades y sanciones, y que requiera menos 
esfuerzos para movilizar a la población para exigir mejor 
educación. En este sentido, es necesario continuar con 
evaluaciones estandarizadas e identificar con claridad 
cuáles son las responsabilidades de los docentes y 
escuelas, siempre y cuando estas evaluaciones sean 

formativas, se vinculen con más claridad a la mejora de 
los aprendizajes, a la valoración de las metas individuales 
y sociales de la educación, y no solo sirvan para el control 
hacia los docentes, y como excusa para la desregulación 
y eventualmente privatización de los sistemas públicos 
de educación. La investigación educativa ha generado 
suficiente evidencia y recomendaciones para fortalecer 
la mirada hacia las capacidades de los estudiantes, la 
construcción de escuelas más solidarias y la generación 
de políticas afirmativas que disminuyan el enorme peso 
del contexto socioeconómico, y que parecen temas más 
bien marginales dentro de la comunidad internacional 
dedicada a la AS en el campo de la educación, que sigue 
enfocada de manera desproporcionada en políticas de 
formación y selección docente. 

Por otro lado, para los expertos en AS en ámbitos dife-
rentes al educativo, el principal reto consiste en com-
prender que la responsabilidad de la educación es com-
partida, no hay un “único” responsable: no son (solo) 
los maestros, las escuelas, las autoridades políticas y/o 
la inadecuada provisión de material educativo los cau-
santes de los bajos niveles educativos. En ese sentido, el 
reto es diseñar “teorías del cambio” que permitan distin-
guir cómo y a quién se les puede exigir respuestas por el 
éxito o fracaso de políticas (más allá de los resultados de 
las pruebas estandarizadas),  donde interactúan tantos 
actores -estudiantes, maestros, directores, autoridades 
educativas, autoridades políticas locales y nacionales, 
donantes, sociedad en general, OSC, academia, etc. y 
donde todos tenemos una responsabilidad que asumir. 
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1. Para ver algunos ejemplos de la introducción de mecanismos de participación y rendición de cuentas en el 
campo de la salud, ver Boydell et al. (2018); Juárez et al. (2016); Nelson, Bloom, y Shankland (2018); para el caso del 
combate contra la pobreza, ver Ayliffe, Aslam, y Schjødt (2017); Bassett et al. (2012); UNDP y UNICEF (2011).

2. Ejemplos de las alianzas internacionales que fomentan la participación y rendición de cuentas en educación ver 
(GPE 2018; GPSA 2018), para ejemplos de agencias internacionales, ver (Holland 2017), para ejemplos de órganos 
de UNESCO, ver el Instituto Internacional de Planeamiento de la Educación (IIPE), (UNESCO 2018a). Para ejemplos de 
agencias dondantes, ver el programa de Global Development and Population (Hewlett Foundation 2018)

3. Para problemas de implementación de acciones de AS ver (A. Banerjee et al. 2010; Fox 2015; Hevia 2015, 2018b)

4. Para algunos ejemplos sobre los efectos del AE en las reformas educativas a nivel global está en ver Gershberg, 
González, y Meade (2012ª); di Gropello (2004); Hanushek y Raymond (2004). El caso de Chile puede resultar paradig-
mático al respecto, ver Atria (2014); Bellei (2015); Falabella y de la Vega (2016)

5. Ver la página 20, “Efectos del AE en la comunidad educativa”.

6. Para analizar la discusión sobre efectos de las “escuelas chárter” o de la ley No Child Left Behind Act ver  Anderson 
(2005); Giersch (2012); Peterson y West (2003); Wells, Slayton, y Scott (2002). Para el caso de Chile y las manifestacio-
nes en contra del lucro, ver Atria (2014); Bellei (2015). 

7. Un ejemplo de esto en Estados Unidos es el grupo Pearson y la discusión respecto al Common Core Standars 
(Simon 2015; Tampio 2015), algunos estudios sobre PISA for Development apuntan a similares resultados (Addey 
2017)

8. Para una crítica de los efectos de las políticas de evaluación de desempeño en los sistemas educativos ver 
Aboites (2012); Ravitch (2011); Sánchez (2014).

9. Para una discusión sobre lo político del concepto de AS, ver Ayliffe, Aslam, y Schjødt (2017); Fox (2015, 2018); 
Joshi y Houtzager (2012).

10. En el original: “extent and capability of citizens to hold the state accountable and make it responsive to their 
needs”

11. En el original: “Social accountability” refers to the wide range of citizen and civil society organization (CSO) ac-
tions to hold the state to account, as well as actions on the part of government, media, and other societal actors that 
promote or facilitate these efforts (Malena & McNeil, 2010:1)

12. En el original: In practice, the concept includes a wide range of institutional innovations that both encourage 
and project voice. Insofar as social accountability builds citizen power vis-à-vis the state, it is a political process – yet 
it is distinct from political accountability of elected officials, where citizen voice is usually delegated to representa-
tives in between elections. This distinction makes social accountability an especially relevant approach for societies 
in which representative government is weak, unresponsive, or non-existent (Fox 2015, 346)

Notas 
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13. Respecto del déficit democrático ver Joshi y Houtzager (2012), McGee y Gaventa (2011). Sobre metáforas espa-
ciales, ver Goetz y Jenkins (2001), Isunza Vera (2006), O’Donnell (1998), Peruzzotti y Smulovitz (2006). Sobre  estrate-
gias anti-corrupción ver Baez-Camargo y Stahl (2016), sobre nuevos movimientos sociales ver Almén y Burell (2018), 
entre otros temas

14. Ver por ejemplo Bain et al. (2005), Bassett et al. (2012), World Bank (2016). Comparando los conceptos de Banco 
Mundial y OECD, Caddy y colaboradores proponen un sistema de clasificación sobre objetivos finales, de tres tipos: 
Scriutiny- Proximity-Engagement. Las iniciativas de escrutinio apuntan a mejorar la evaluación, el análisis y la re-
visión de las acciones gubernamentales. Las iniciativas de proximidad apuntan a reducir la “distancia” entre los ciu-
dadanos y el gobierno al identificar las necesidades y preferencias de los ciudadanos. Las iniciativas de compromiso 
apuntan a incorporar a los ciudadanos en el proceso de toma de decisiones (Caddy, Peixoto, y McNeil 2007:8–11)

15. Así, se han generado múltiples acciones de AS en campos como la salud (Balestra et al. 2018); presupuestos y 
combate a la pobreza en África, en campos de políticas y planeación, ingresos, presupuestos, gasto y provisión de 
servicios (McNeil y Malena 2010a); en protección social y asistencia social en África (Barrett 2008; Brownie 2014) y el 
uso de protestas en China como mecanismos de AS (Almén y Burell 2018).

16. Se han llevado a cavo diversos análisis para comprender la efectividad de la AS. Ver por ejemplo: Brownie (2014: 
1), Fox (2015),  Rocha Menocal y Sharma (2008:x–xi), Fox, Aceron, y Guillán (2017), Grandvoinnet, Aslam, y Raha 
(2015), Joshi (2014).

17. Interacción mecanismos (Ayliffe, Aslam, y Schjødt 2017) demandas económicas (Balestra et al. 2018), importan-
cia del contexto, ver Baez-Camargo y Stahl (2016), Caddy, Peixoto, y McNeil (2007:5), McGee y Gaventa (2011:19), 
McNeil y Malena (2010b:188), y Rocha Menocal y Sharma (2008:5).

18. En el original: Tactical SAcc approaches are bounded interventions (also known as tools) and they are limited 
to “society-side” efforts to project voice. Their theory of change assumes that access to information alone will moti-
vate localized collective action, which will in turn generate sufficient power to influence public sector performance. 
Strategic SAcc approaches, in contrast, deploy multiple tactics, encourage enabling environments for collective ac-
tion for accountability, and coordinate citizen voice initiatives with reforms that bolster public sector responsiveness. 
Reinterpreting evaluation evidence through this new lens, it turns out that the results of tactical approaches are 
indeed mixed, whereas the evidence of impacts of strategic approaches is much more promising. This interpretation 
points to the relevance of institutional change strategies that promote both “voice” and “teeth” (defined here as the 
state’s institutional capacity to respond to citizen voice). 

19. Ejemplos de ruta-corta/ruta-larga en educación están en Bruns, Filmer, y Patrinos (2011); di Gropello (2004), 
Meade y Gershberg (2008).

20. Para una discusión sobre el concepto de responsabilización, ver Cunill (2000)

21. Para mayor información, ver Adams (2017); Peterson y West (2003); Wells, Slayton, y Scott (2002)

22. Por ejemplo, Puryear identifica cinco elementos de todo sistema de AE: estándares, información, consecuencias, 
autoridad y capacidad (Puryear 2006; Winkler 2006)

23. Existen diferencias en el número y tipo de indicadores de la calidad de la educación que reporta la literatura. 
Para la discusión en América Latina, ver por ejemplo (Bonilla 2014; Braslavsky and Cosse 2006; Meza 2008).
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24. Un indicador claro de este giro se puede observar en la centralidad que tuvo la cobertura educativa en los ob-
jetivo de desarrollo del milenio, y el énfasis en la calidad de los aprendizajes que tienen los objetivos de desarrollo 
sostenible (UNDP 2015, 2018b)

25. Para mayor discusión sobre el uso de las evaluaciones en ALC ver Iaies (2003), Martínez Rizo (2008), Meza (2008)

26. Sobre Efecto PISA, ver Busso y Ambrus (2016), Engel (2015), Font et al. (2009), Grek (2009); Hanberger (2014)

27. Críticas a los efectos de simplificación en (Bogotch, Mirón, y Biesta 2007:97); dudas sobre la validez de los re-
sultados (Torrance 2017); la reducción de los planes de estudio (Herman, Aschbacher, y Winters 1992:5–6), diversos 
efectos en la escuela y motivación (Schneider, Feldman, y French 2016:67), incremento de ansiedad de estudiantes 
(Huerta-Macías 2002:338); desmotivación por el aprendizaje (ARG 2002:2); la falta de correspondencia entre el con-
tenido de la prueba, el plan de estudios y la instrucción (Herman, Aschbacher, y Winters 1992:5–6; Shepard 2006). 

28. En el original: The goal of social justice education is to enable people to develop the critical analytical tools 
necessary to understand oppression and their own socialization within oppressive systems, and to develop a sense 
of agency and capacity to interrupt and change oppressive patterns and behaviors in themselves and in the institu-
tions and communities of which they are a part (Bell 2007:2)

29. Al respecto ver (CCSSO 2014; Cochran-Smith et al. 2018; Darling-Hammond 2014). La discusión de la nueva ley 
educativa Every Student Succeeds Act (2015) permite ver mucha de la nueva discusión académica sobre la medida 
de éxito de una política educativa (Darling-Hammond et al. 2016; Strobach 2018), criticando el escaso valor que 
aportan a las escuelas si no vienen acompañadas de inversión de recursos humanos y liderazgo escolar (Elmore 
2010).

30. Por ejemplo, el proyecto Jànadoo en Senegal ha trabajado en el cuidado medioambiental (Lartes-Ifan 2018) y 
el proyecto MIA en México ha desarrollado instrumentos para evaluar el manejo emociones y cuidado del cuerpo 
(Vergara-Lope, Hevia, y Velázquez 2019)

31. Al respecto ver Darling-Hammond et al. (2016), Strobach (2018), Sobre nuevos instrumentos de medición ver 
Bae (2018); Stosich, Snyder, y Wilczak (2018), sobre orientación al aprendizaje ver Gebril (2018). Sobre importancia de 
conocimiento extra-escolar ver Bourke, O’Neill, y Loveridge (2018). Ejemplos empíricos sobre cómo rediseñar estos 
instrumentos en Virginia (Haun 2018), Masachusetts (French 2018), California (Bush-Mecenas et al. 2018), Vermont 
(Fowler 2018), Tennessee y Ohio (Hillman, Hicklin Fryar, y Crespín-Trujillo 2018)

32. En el original: Some say that ASER leads to greater accountability; we say ASER leads to understanding, owner-
ship and responsibility for action

33. Estos argumentos se desarrollan, por ejemplo, en Mexicanos Primero (2012ª), OECD (2012); Sanches y Jacinto 
(2014); Santiago et al. (2012); Vegas (2005); World Bank (2018)

34. On average across OECD countries, a socio-economically disadvantaged girl who lives in a single-parent family 
in a rural area, has an immigrant background, speaks a different language at home from the language of instruction, 
had not attended pre-primary school, had repeated a grade, and is enrolled in a vocational track has an 83 percent 
probability of being a low performer (OECD 2016:13–14)

35. Las recomendaciones específicas para mejorar los sistemas educativos en América Latina y el Caribe son: re-
emplazo mecanismo de repetición; expansión educativa para educación preescolar; participación de los padres y 
apoyo a estudiantes vulnerables; políticas y prácticas para la equidad de género; políticas y prácticas para la equidad 
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entre estudiantes indígenas y no indígenas; medidas para paliar asociación de desigualdades socioeconómicas en 
el logro académico; desarrollo de programas que refuercen estrategias y prácticas del aula; relevancia de contar con 
materiales educativos individuales dentro del aula; fortalecer los programas de formación inicial docente; apoyo a 
estudiantes vulnerables y a escuelas que los atienden; mejorar la focalización de las políticas educativas y sociales; 
Fortalecimiento de capacidades de enseñanza y gestión educativa para el desarrollo armónico de los estudiantes; 
equidad en el acceso y retención escolar para una mayor inclusión social y desarrollo de capital social en el entorno 
escolar (UNESCO 2015).

36. Las recomendaciones específicas de la OCDE son: Desmontar las múltiples barreras para el aprendizaje; Crear 
ambientes de aprendizaje exigentes y de apoyo en la escuela; Proporcionar apoyo correctivo lo antes posible; 
Fomentar la participación de los padres y las comunidades locales; Inspirar a los estudiantes a aprovechar al máximo 
las oportunidades de educación disponibles; Identificar a los estudiantes de bajo rendimiento y diseñar estrategias 
de política adaptada; Proporcionar apoyo dirigido a escuelas y/o familias desfavorecidas; Ofrecer programas espe-
ciales para estudiantes inmigrantes, minoritarios y rurales; Abordar los estereotipos de género y ayudar a las familias 
monoparentales; Reducir las desigualdades en el acceso a la educación temprana y limitar el uso de la clasificación 
de los estudiantes. (OECD 2016, 15)

37. Al respecto ver 10 por la educación (2016), CCAE (2014), Mexicanos Primero (2012b, 2012a)

38. “performativity is a technology, a culture and a mode of regulation that employs judgements, comparisons and 
displays as a means of incentive, control, attrition and change” (Ball 2003, 216).  

39. Sobre efectos no intencionales de pruebas en docentes ver Adams (2017), Day y Smethem (2009:142), sobre 
efecto en identidades personales (Day y Smethem 2009), poca participación s en las decisiones que los afectan 
(Murphy 2018), “En otras palabras, este régimen de rendición de cuentas proporciona la infraestructura para man-
tener una mirada constante sobre los acontecimientos de las escuelas locales, incluido el desempeño de los mae-
stros, lo que permite a los organismos burocráticos y no burocráticos gobernar las escuelas a distancia (Rose 1999a; 
Ball 2003, 2008; Lingard, Creagh, y Vass 2012). Al mismo tiempo, proporciona las métricas contra las cuales los mae-
stros pueden medirse a sí mismos, ubicándolos en estados perpetuos de comparación con sus compañeros y antig-
uos seres para ser más “efectivos” y “excelentes” (Ball 2015)” (Holloway and Brass 2018, 2) En el original: In other words, 
this accountability regime provides the infrastructure to keep a constant gaze on local school happenings, including 
teacher performance, allowing bureaucratic and non-bureaucratic bodies to govern schools from a distance (Rose 
1999a; Ball 2003, 2008; Lingard, Creagh, and Vass 2012). Simultaneously, it also provides the metrics against which 
teachers can measure themselves, situating them within perpetual states of comparison against their peers and 
former selves to be more ‘effective’ and ‘excellent’ (Ball 2015, Holloway y Brass 2018:2)

40. Sobre efecto negativo AE en jóvenes de color en California ver (Abrica 2018). Sobre deterioro de clima escolar y 
aumento estrés laboral ver Ball (2003); Easley II y Tulowitzki (2016); Greany (2016); Saeki et al. (2018), 

41. Algo similar pasa en Pakistán, donde ASER-Pakistan lidera las evaluaciones ciudadanas y, con estos resultados, 
genera intervenciones educativas que permitan que más niños y adolescentes puedan leer y hacer cálculos (Jamil 
y Saeed 2018). 
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